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INTRODUCCIÓN

La trata de mujeres y niñas es uno de los crímenes de mayor gravedad y exten-
sión, no solo en Chile, sino también en el mundo entero. Es, a su vez, un fenómeno 
que transgrede los derechos fundamentales de las víctimas, capaz de causar un gran 
daño en su dignidad, afectando directamente sus vidas y desarrollo en sociedad. En 
Chile, ha habido varios avances legislativos en la materia, pese a ello sigue siendo 
una problemática que ha persistido en el tiempo, ya que las organizaciones crimi-
nales que se dedican a la trata de personas han ido modificando sus métodos para 
cometer el delito, especialmente respecto de la trata de mujeres y niñas vulnerables 
para la explotación sexual.

Así, la trata de mujeres y niñas se expande a diferentes formas de explotación, 
siendo algunas de las más comunes la sexual y la laboral. Sin embargo, estas se 
pueden manifestar en diferentes formas y, en muchas ocasiones, se llevan a cabo 
en la invisibilidad, lo que también termina por alterar los resultados de estudios 
que intentan retratar la situación del país y dimensionar la cantidad de víctimas 
afectadas. Ello se debe principalmente a los patrones que existen en la sociedad, 
como la discriminación, pobreza y violencia de género en diferentes regiones del 
país (Organización Internacional para las Migraciones, 2006: 6-7). En tal sentido, la 
vulnerabilidad de las mujeres y niñas no tiene que ver solo con la desprotección 
individual, sino con un problema estructural que limita su acceso a derechos básicos, 
tanto en Chile como a nivel internacional.

Por ello, el enfoque jurídico del presente trabajo se centra principalmente en la 
legislación nacional vigente que se encarga de regular la trata y el tráfico de personas, 
especialmente respecto de la Ley N° 20.507, que es la norma destinada a tipificar 
la trata de personas en Chile, y cómo en ella se manifiesta y se articulan las herra-
mientas de derecho internacional, como el Protocolo de Palermo, la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, y otros 
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instrumentos internacionales. Asimismo, se analizan las medidas implementadas por 
el Estado para combatir la trata de personas, además de identificar cuáles son las 
problemáticas que siguen presentes en tales materias.

Por lo anterior, el objetivo del presente trabajo es contribuir al debate e investiga-
ción acerca de la trata de personas, y específicamente respecto de la trata de mujeres 
y niñas en Chile, mediante una mirada crítica al estado actual de la situación y de 
la identificación de los desafíos que se han presentado en la implementación de la 
norma. Junto con esto, asimismo, se proponen recomendaciones que contribuyan a 
la mejora de la respuesta estatal intersectorial y multidisciplinaria ante la comisión 
de tales delitos.

CAPÍTULO 1: LA TRATA DE PERSONAS EN CHILE

1.	 Planteamiento del problema

La trata de personas representa una de las formas más graves de violación de los 
derechos humanos en el mundo. Este fenómeno afecta principalmente a personas 
en situaciones de vulnerabilidad, a las que se explota con diversos fines, ya sea se-
xuales, laborales, venta de órganos y otras formas de esclavitud moderna. Sumado 
a ello, la trata de mujeres y niñas es otra forma de violencia de género en el mundo 
contemporáneo, y en Chile ha cobrado una relevancia cada vez mayor en los últimos 
años, alimentada por una combinación de factores socioeconómicos, desigualdad 
de género, migración irregular y la presencia de redes criminales transnacionales.

La trata con fines de explotación sexual afecta predominantemente a mujeres y 
niñas; se presenta además como una manifestación compleja de violencia estructural, 
que pone en evidencia la debilidad del sistema legal y la insuficiencia de las políticas 
públicas para proteger a las víctimas.

En Chile, en el año 2011 se promulgó la Ley N° 20.507, que tipifica la trata de 
personas, y a pesar de ello, junto con los esfuerzos internacionales como el Protocolo 
de Palermo, persisten importantes desafíos en la identificación de las víctimas, la 
persecución penal de los tratantes y la protección efectiva de quienes han sido so-
metidas a este delito. Esto supone un escenario que revela una falla estructural en la 
aplicación de la normativa vigente, donde es importante destacar que las mujeres y 
niñas, debido a su género y edad, se encuentran en una posición de mayor vulne-
rabilidad, lo que las expone a múltiples formas de explotación y abuso.

El problema de la trata de mujeres y niñas en Chile ha estado directamente vin-
culado a la creciente ola migratoria. En los últimos años, el país ha experimentado 
un aumento significativo en el ingreso de migrantes, muchas veces en situaciones 
de irregularidad, lo que supone un riesgo de vulnerabilidad frente a redes de trata 
que operan tanto a nivel local como internacional.
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En este contexto se plantean las interrogantes que guían el presente trabajo, en 
cuanto a la efectividad del sistema judicial y de las capacidades del Estado chileno 
para prevenir, sancionar y erradicar la trata de mujeres y niñas, así como para ofrecer 
una protección real y adecuada a las víctimas, donde además se busque su repara-
ción integral. De esta manera, para demostrar si es efectivo o no el sistema nacional 
establecido para enfrentar la trata de mujeres y niñas, se realizará un análisis de la 
normativa nacional y de instrumentos internacionales que hagan referencia al delito 
mencionado, con el objetivo de determinar cuáles son las debilidades que se presentan 
en las políticas de prevención y protección, con el fin de proponer soluciones orien-
tadas a mejorar la respuesta del Estado frente a esta forma moderna de esclavitud.

2.	 Justificación

En Chile existe un reducido marco jurídico que tipifica y sanciona la trata de 
personas y que incluso al ser complementado con la normativa internacional resulta 
insuficiente, persistiendo grandes desafíos en la aplicación efectiva de las leyes, la 
identificación de las víctimas y la persecución penal de los responsables.

Desde el ámbito jurídico, la trata de mujeres y niñas demanda un análisis riguroso 
y multidimensional, debido a que involucra varios derechos fundamentales consagra-
dos en la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile, como 
el Protocolo de Palermo, entre otros. Las víctimas de este delito ven vulnerados sus 
derechos a la libertad, la integridad física y psíquica, la igualdad ante la ley e incluso 
el interés superior del niño, además de sus derechos de supervivencia, desarrollo y 
protección, lo que exige una respuesta estatal robusta y coordinada. Sin embargo, 
la práctica demuestra que las políticas y marcos normativos actuales aún son insufi-
cientes para enfrentar eficazmente este delito, lo que resalta la necesidad de realizar 
un análisis jurídico profundo respecto de las fallas del sistema.

La relevancia del presente proyecto radica en la intención de contribuir con 
posibles mejoras a la legislación nacional vigente y su implementación, por lo que 
mediante un enfoque jurídico se analizarán tanto las normas nacionales como inter-
nacionales aplicables, así como sentencias destacadas de las Cortes internacionales. 
De esta forma, utilizando el derecho comparado, podrán servir de base para construir 
un régimen jurídico sólido frente a las problemáticas planteadas. Junto con ello, el 
presente trabajo apunta a la necesidad de redoblar los esfuerzos para cumplir con los 
compromisos internacionales asumidos por Chile en materia de derechos humanos, 
ya que la trata de personas abordada bajo el prisma de la cooperación internacional 
y los principios de justicia transnacional, impone un deber adicional al Estado chile-
no de fortalecer sus acciones en la prevención, sanción y reparación de este delito.
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3.	 Objetivos de la investigación

Fijar los objetivos en una investigación proporciona claridad y estructura; en 
este sentido, resulta relevante determinar un objetivo general, que refleje el principal 
propósito de analizar la normativa nacional e internacional pertinente a la trata de 
mujeres y niñas en Chile, y junto con ello, plantear objetivos específicos que ayuden 
a desglosar el objetivo general en metas concretas.

a.	 Objetivo general: Analizar el marco jurídico chileno e internacional aplicable a la 
trata de mujeres y niñas, evaluando las deficiencias, fortalezas y la efectividad de 
las normativas vigentes en la prevención, persecución y sanción de este delito, 
así como la protección de las víctimas en Chile, con el fin de proponer mejoras 
legislativas y políticas públicas que se alineen con los estándares internacionales 
de derechos humanos.

b.	 Objetivos específicos:
–	 Examinar las disposiciones legales nacionales e internacionales que regulan la 

trata de mujeres y niñas, incluyendo la Ley Nº 20.507 en Chile y los tratados 
internacionales como el Protocolo de Palermo.

–	 Identificar los principales factores sociales, económicos y estructurales que 
facilitan la trata de mujeres y niñas en Chile, con especial énfasis en las desi
gualdades de género y el factor de la migración.

–	 Evaluar la efectividad de las políticas públicas implementadas en Chile para 
la prevención de la trata de personas, la protección de las víctimas y la per-
secución penal de los responsables.

–	 Analizar los mecanismos de protección de las víctimas de trata en el sistema 
judicial chileno, evaluando su acceso a la justicia, reparación y reintegración 
social.

–	 Proponer mejoras al marco normativo y políticas públicas chilenas para hacer 
más efectiva la prevención, persecución y sanción de la trata de mujeres y 
niñas, así como la protección de las víctimas.

4.	 Metodología de la investigación

El fenómeno de la trata de personas, particularmente de mujeres y niñas, requiere 
de un enfoque metodológico de investigación de carácter cualitativo, basado en el 
análisis doctrinal y normativo con un entendimiento profundo de los factores estruc-
turales, jurídicos y sociales, donde se priorizará la revisión crítica de la legislación 
nacional, los tratados internacionales y las políticas públicas, así como el análisis de 
casos jurisprudenciales relevantes.

Junto con ello, un análisis estadístico acerca del aumento delictivo de la trata en 
Chile en los últimos años. De esta manera, el enfoque mixto cualitativo y cuantitativo, 
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con énfasis en el primero, permite abordar la complejidad del fenómeno desde múl-
tiples perspectivas, logrando una comprensión integral de la problemática.

La investigación se centrará en la perspectiva de género, considerando cómo las 
mujeres y niñas son afectadas de manera desproporcionada por la trata. La intersec-
cionalidad también será relevante para examinar cómo la combinación de factores 
como el género, la clase social, la etnia y la migración impactan en la vulnerabilidad 
ante la trata.

CAPÍTULO 2: UN ANÁLISIS DE LA TRATA DE PERSONAS EN CHILE

2. 	 La trata de personas, conceptos y situación en Chile

En primer lugar, y con el objetivo de comprender de mejor forma el fenómeno 
relativo a la trata de personas en Chile, es necesario establecer en qué consiste. En 
tal sentido, es importante señalar que el Protocolo de Palermo, en su artículo tercero 
letra a), ha determinado que la trata de personas es una forma de limitar la libertad 
de una persona, por cuanto se transporta o traslada a una persona de un lugar a otro, 
por medio de amenazas o engaños, abuso de poder o de la situación de vulnerabi-
lidad de la víctima, con fines de explotación, ya sea laboral o sexual, incluyendo la 
prestación de servicios sexuales (Organización de Naciones Unidas, 2004: 2).

Lo relevante de dicha definición es que la trata de personas no requiere necesa-
riamente el cruce de fronteras internacionales, sino que puede ocurrir tanto a nivel 
transnacional como dentro de un mismo país.

El Protocolo, también en su artículo 3, establece que el consentimiento de la 
víctima es irrelevante si se ha utilizado cualquier forma de intervención en él, como 
la coerción, engaño o abuso de poder, lo que resulta fundamental al abordar casos 
que involucran a mujeres y niñas, quienes suelen ser las más vulnerables a la explo-
tación bajo falsas promesas de empleo o mejores condiciones de vida.

En Chile, la trata de personas se encuentra regulada en la Ley Nº 20.507, que 
adapta la legislación nacional a las normas del Protocolo de Palermo y establece 
sanciones para este delito. En su artículo 411 cuáter establece que el que trasla-
de o acoja personas para que sean objeto de explotación sexual o laboral como 
servidumbre o esclavitud mediante el uso de intimidación, coacción, abuso de 
poder, entre otros, será condenado a penas desde reclusión en su grado mínimo 
a medio y a multas desde cincuenta a cien unidades tributarias mensuales 
(Ministerio del Interior y Seguridad Pública; Subsecretaría del Interior, 2011). A 
partir de lo establecido en la norma, se identifica una posible falencia en el sistema 
sancionatorio del delito de trata de personas, por cuanto las penas establecidas 
representan una mínima cuantía si se considera que estamos en presencia de 
una vulneración a los derechos humanos y de los niños, y que muchas veces los 
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responsables pertenecen a redes operacionales que generan ingresos y contactos a  
partir de ello.

En cuanto a la comisión del delito en que el sujeto pasivo sea un menor de edad, 
las penas se incrementan de forma ínfima, es decir, van desde penas de reclusión 
mayor en su grado medio a multas de cincuenta a cien unidades tributarias mensua-
les, lo que ciertamente pudiera no cumplir con el objetivo de disuadir a criminales 
que se dedican a la comisión de este delito.

Lo anterior queda en evidencia en la Nota Técnica N° 5 acerca de explotación 
sexual contra niños, niñas y adolescentes –desde ahora NNA–, publicada en mayo 
de 2024, donde se exponen cifras de menores de edad que han sido explotados 
sexualmente. Entre 2022 y 2023, 2.184 NNA fueron víctimas de explotación sexual 
dentro del país, de manera que por cada cien mil personas, de entre 0 y 17 años, 49 
de ellas fueron víctimas del delito de explotación sexual; 86% de las víctimas fueron 
niñas y 64% adolescentes de sexo femenino, de entre 14 y 17 años (Defensoría de la 
Niñez, 2024: 5). Incluso tales números tienen un antecedente en el informe mundial 
publicado en 2020 por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 
cuando se señaló que, a dicha fecha, la proporción de niños, niñas y adolescentes 
se había triplicado (Subsecretaría de Prevención del Delito, 2022).

En cuanto a la situación nacional de la trata de mujeres, se ha señalado que las 
víctimas son principalmente mujeres migrantes que han sido trasladadas a Chile me-
diante engaños o falsas ofertas de empleo. En el país existe el Protocolo Intersectorial 
de Trata de Personas, de acuerdo con este, en 2021 ingresaron 28 personas víctimas 
de trata, con un porcentaje mayoritario de mujeres, esto es 75% del total de perso-
nas, cuya edad se encontraba en un tramo de entre 18 y 45 años, donde 38% fueron 
mujeres y otro 38% NNA. En cuanto a los motivos que las llevaron a ser víctimas 
de trata, 46% de ellas fueron trasladadas con fines de trabajo o servicios forzados y 
43% sometidas a explotación sexual (Subsecretaría de Prevención del Delito, 2022).

En definitiva y desde la perspectiva del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, es fundamental señalar que la trata de personas está tipificada en el ar
tículo 7 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional como un crimen de 
lesa humanidad. Este marco normativo resalta la gravedad de esta violación, subra-
yando que atenta contra la dignidad y los derechos fundamentales de las personas 
(Cortés, 2007: 77).

2.1.	Tipos de explotación asociados a la trata de mujeres y los factores  
que inciden en ello

Dentro del marco del tráfico de personas y conforme con el Protocolo de Palermo, 
existen diferentes tipos de explotación. Si bien todos ellos constituyen una violación 
grave a los derechos humanos, pueden ser clasificados en diversas categorías, entre 
estas la explotación sexual, que es una de las formas más prevalentes de la trata, 
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especialmente de mujeres y niñas. La trata afecta a alrededor de 4,8 millones de 
personas, y la gran mayoría son mujeres. Detrás del tráfico de armas y de drogas, 
la industria del sexo mueve en el mundo alrededor de 12.000 millones de dólares. 
Lo anterior incluye la prostitución forzada, la pornografía, la explotación sexual 
en redes de trata o la venta de servicios sexuales contra la voluntad de la persona 
(Rodríguez, 2023: 1019).

A pesar de que la explotación sexual generalmente se produce con el con-
sentimiento inicial de la mujer o la niña, este se suele obtener mediante engaños, 
que ofrecen mejores oportunidades y calidad de vida, incluso con la promesa 
de ayudar a los familiares de la víctima que permanezcan en su país de origen 
(Martins, 2016: 78).

La explotación laboral o trabajos forzados es otra de las aristas de la trata de 
personas. El trabajo es considerado un derecho fundamental, es decir, todos tene-
mos derecho a acceder a un trabajo que sirva como soporte de subsistencia para 
las personas; y también es un deber, pues la sociedad espera de sus integrantes 
que canalicen su energía en actividades con fines productivos, con el propósito de 
obtener no solo beneficio propio, sino también para los demás. No podemos, por 
tanto, desligar el derecho o deber de acceder a un trabajo de la dignidad humana 
de realizarlo. El sentido del trabajo se altera cuando se lo relaciona con la trata de 
personas, a la que también se le suele denominar “la esclavitud de los nuevos tiem-
pos”, donde al igual que en la explotación sexual, las personas víctimas suelen ser 
personas de escasos recursos, que intentan buscar nuevas oportunidades laborales y 
se ven sometidas a engaños y a migración forzada. Todo lo anterior debe ser mirado 
integralmente, no solo como una afectación del derecho al trabajo, sino que en su 
ligazón también con el derecho penal y el derecho a la seguridad social, de manera 
directa; pero, asimismo, de manera indirecta, con otros derechos, como podrían ser 
el derecho a la protección de la salud e incluso el derecho a la vida y a la integridad 
física y psíquica (Ávila, 2018: 277). Las víctimas, donde hay mujeres y niñas, son 
obligadas a realizar trabajos en condiciones degradantes, sin remuneración justa o 
bajo amenazas, lo que vulnera además los derechos de los NNA.

La esclavitud también forma parte de la trata de personas, por cuanto un derecho 
fundamental incluido dentro de la gran mayoría de las constituciones de los países 
es el derecho a la libertad. La trata de personas es una nueva forma de esclavitud. 
Evidentemente, no es aquella que vivieron las personas de color, sometidas a trabajos 
forzados bajo golpes de látigo; ese tipo de esclavitud en realidad desapareció hace 
un tiempo. Sin perjuicio de ello, la trata va de la mano con la privación completa de 
libertad, donde las víctimas son tratadas como propiedad u objetos, sin derechos. A 
ojos de la sociedad actual, son formas nuevas de esclavitud que a simple vista no 
llaman la atención; sin embargo, este tipo de explotación puede incluir las formas 
anteriores, es decir, la explotación laboral y sexual, así como la servidumbre domés-
tica. Esto mismo lo hace más grave, pues es un fenómeno “invisible”, que se suele 
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ocultar bajo el parámetro de la “legalidad” (como en contratos laborales, convenios, 
empresas, apertura de fronteras, etc.) (Bedmar, 2022: 35).

Una práctica utilizada principalmente en Oriente y Medio Oriente es el matri-
monio forzado, que afecta principalmente a mujeres y niñas, y corresponde, más 
allá de cuestiones culturales, a otra forma de trata de personas, por la que se las 
obliga a contraer matrimonio. Esta práctica está íntimamente relacionada con la 
trata para explotación sexual o incluso para la explotación laboral. Según la Acnur 
(Agencia de la ONU para los refugiados), un concepto jurídico de matrimonio 
forzado reza que es aquel que se celebra sin el consentimiento pleno y libre de 
al menos uno de los contrayentes o cuando uno de ellos o ambos carecen de la 
capacidad de separarse o de poner fin a la unión, entre otros motivos, debido a 
coacciones o a una intensa presión social o familiar. No hay que confundir el ma-
trimonio forzado con el matrimonio concertado, que es aquel en que los futuros 
contrayentes consienten a sus padres o tutores, o a un consejo familiar o comunita-
rio, la elección del esposo o esposa, aceptando luego ese vínculo voluntariamente  
(Bedmar, 2022: 304).

Otro de los motivos por los que se produce la trata de personas es el macabro 
propósito de la extracción de órganos. Aunque el desarrollo tecnológico y el fenómeno 
de la globalización han permitido avances en el ámbito del trasplante de órganos, se 
ha observado una persistente resistencia de gran parte de la población a la donación 
voluntaria de órganos. Esta escasez de donantes ha propiciado el surgimiento de 
mercados ilícitos, los que están intrínsecamente vinculados a la trata de personas con 
fines de explotación para la extracción de órganos, lo que ciertamente constituye una 
grave violación a los derechos humanos. A raíz de esto la comunidad internacional 
ha venido exigiendo persistentemente su prohibición (Moya, 2014: 46). Así, como el 
objetivo son los órganos, no necesariamente el foco son mujeres y niñas, sino que 
este puede estar puesto en sujetos que van desde niños, niñas o adolescentes hasta 
mujeres y hombres adultos en situación altamente vulnerable (Pons, 2016: 10).

Si bien son los tipos más comunes de trata, resulta necesario señalar que de ellas 
derivan otras modalidades de explotación que no están explícitamente mencionadas 
en la definición proporcionada por las Naciones Unidas en la Convención de Palermo 
del 2000. No obstante, entidades como las Naciones Unidas, Unicef, el Departamento 
de Estado de EE.UU. y diversas organizaciones no gubernamentales especializadas 
en trata de personas y derechos humanos han asociado a los “niños soldados” como 
una variante de la explotación por esclavitud (Barros, 2018: 36).

Respecto de esto, es posible señalar que, en contextos de conflictos bélicos, los 
“niños soldados” son menores que han sido capturados o forzados a unirse a grupos 
paramilitares, movimientos rebeldes o fuerzas gubernamentales. Su labor consiste en 
participar en combates directos, llevar a cabo misiones arriesgadas, desempeñarse 
como espías, mensajeros, cocineros o guardianes (Barros, 2018: 36).



I.S.S.N. 2735-7902 Revista de Derecho y Ciencias Sociales Nº 33 (185-239), 2025, Universidad San Sebastián (Chile)

La trata de mujeres y niñas en Chile: Una mirada jurídica a la vulnerabilidad y a la explotación en contextos 
de desigualdad / Catalina Andrea Parada Vergara, Silvina Álvarez Medina

193

Cada una de estas formas de explotación afecta de manera diferente a las mujeres 
y niñas, especialmente cuando se considera la desigualdad estructural de género, 
que las pone en una situación de vulnerabilidad y de riesgo mayor.

En cuanto a los factores que hacen que niñas y mujeres vulnerables sean vícti-
mas propicias de trata de personas, se encuentran principalmente las condiciones 
psicosociales y económicas, por cuanto la trata de personas se nutre de condiciones 
estructurales que perpetúan desigualdades, discriminación y situaciones de precarie-
dad, siendo la violencia de género un factor subyacente clave. Esta disparidad refleja 
la necesidad de abordar las violaciones de derechos humanos con una perspectiva 
de género que considere las realidades y vulnerabilidades específicas que enfrentan 
hombres y mujeres (Rico, 1996: 36).

En este punto, resulta necesario señalar que toda violencia que se ejerce contra 
la mujer por el solo hecho de serlo es clasificada como violencia de género, lo que 
implica que dicho tipo de violencia se encuentra directamente relacionado con la 
distribución desigual del poder y las relaciones asimétricas que se generan entre 
hombres y mujeres en la sociedad. Estas dinámicas perpetúan la desvalorización de lo 
femenino y la subordinación a lo masculino. Lo que distingue esta forma de violencia 
de otras agresiones o actos de coerción es que el factor de riesgo o vulnerabilidad 
radica, precisamente, en el solo hecho de ser mujer (Rico, 1996: 5). Así, la violencia 
de género ha sido clasificada como un tipo de violación a los derechos humanos, 
por cuanto es una expresión extrema de la discriminación hacia otra persona por 
motivos de género, la que es capaz de producir graves efectos en diversos aspectos, 
como el físico, psíquico y de identidad en las personas que lo han vivenciado, cau-
sando también un impacto negativo en las familias de las víctimas y en la sociedad 
como un todo (Poder Judicial de Chile, 2018: 29).

En cuanto a las estadísticas en relación con este problema, ya en el 2012 el informe 
mundial concerniente a la trata de personas daba a conocer que los porcentajes de 
la trata de menores de edad iban en aumento, siendo la gran mayoría de las víctimas 
mujeres (Lara, 2015: 89). Con ello, según el estudio divulgado en el informe mundial 
de la ONUDD1 (Oficina de Naciones Unidas contra las Drogas y el Delito) de 2022, 
acerca de la trata de personas, las mujeres y niñas se enfrentan a una explotación 
más violenta, ya que representan el 60% del número total de víctimas detectadas 
en el 2020. Si bien este porcentaje es menor que en años anteriores, siguen siendo 
mujeres y niñas las mayores víctimas de trata. Según estadísticas, particularmente en 
Centroamérica y el Caribe, se detecta un gran número de niñas expuestas a la trata 
de personas con fines de explotación sexual (UNODC, 2023: 1-3).

1	 En este informe se consideran estadísticas recopiladas entre el año 2017 y el 2020, en casos 
detectados en 141 países. Se analizan alrededor de 800 casos judicializados compartidos por 85 
Estados (UNODC, 2022).
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La trata de personas es un tema multifacético, esto es, uno que se puede analizar 
desde diversas ópticas, como los derechos humanos, la lucha contra el crimen, la 
justicia penal, la migración, así como la explotación sexual y laboral. Por esta razón, 
desde sus inicios, la Organización de las Naciones Unidas ha establecido un marco 
jurídico fundamentado en tratados relacionados con la trata de personas, y si bien 
varios son los factores que pueden influir en esta forma de esclavitud moderna, ma-
yoritariamente se enfocan en personas con escasos recursos económicos, sociales y 
emocionales, circunstancia que es fuente de vulnerabilidad. Esto hace aún más fácil 
para los traficantes utilizar las falsas promesas y hacer atractiva la captura de estas 
personas (Lara, 2015: 89-91).

Respecto de los factores que inciden o propician la trata de personas, Lara re-
conoce a la pobreza extrema como un factor crucial. Los traficantes no buscan a 
sus víctimas en zonas acomodadas, sino en comunidades donde la pobreza abunda 
y en áreas rurales donde la vulnerabilidad de los menores es marcada, lo que los 
hace más propensos a ser víctimas de abuso y explotación. Asimismo, la desigual-
dad social y legal que enfrentan mujeres y niñas crea un entorno propicio para la 
trata. En sociedades donde estas se consideran objetos y son tratadas como bienes 
susceptibles de apropiación, se desarrolla un ambiente donde es más fácil la compra 
y venta de personas (Lara, 2015: 94).

Otro elemento relevante es la baja tasa de escolarización. La educación es funda-
mental en la prevención de la trata, ya que los menores sin instrucción tienen menos 
oportunidades en la vida, lo que aumenta su susceptibilidad ante las promesas enga-
ñosas de los tratantes. La escuela, además, puede servir como un refugio protector, 
alejando a los menores de situaciones de riesgo. El desamparo de los niños también 
es determinante. Los huérfanos o aquellos separados de sus padres por razones de 
pobreza, conflictos o migraciones, a menudo se encuentran bajo el cuidado de fami-
liares lejanos o en hogares temporales, lo que los expone a la trata debido a la falta 
de supervisión y estabilidad emocional. La falta de registro de nacimiento es otro 
aspecto crítico. Los niños y niñas sin identificación oficial son más susceptibles de 
caer en manos de traficantes, ya que su estatus no registrado dificulta su seguimiento 
y monitoreo en caso de desaparición (Lara, 2015: 94).

Sumado a lo anterior, existe una demanda creciente por servicios vinculados a 
la explotación sexual y laboral. Esta demanda alimenta el ciclo de la trata, donde 
la pornografía es un motor que intensifica el consumo de personas. Por último, las 
tradiciones y valores culturales también desempeñan un papel significativo. La trata 
a menudo desafía el papel tradicional de las familias extendidas, que suelen ser res-
ponsables del cuidado y protección de los menores, y promueve la incorporación 
temprana de estos al mercado laboral, facilitando así su explotación (Lara, 2015: 94).

Actualmente, un factor importante que influyó en la esclavitud moderna fueron los 
impactos económicos y sanitarios provocados por el Covid-19 a nivel mundial, dentro 
de estos encontramos crisis económicas, situaciones de conflicto, desplazamientos 
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forzados, entre otros, que pusieron a muchas personas en situación de vulnerabilidad 
frente a este delito. Al mismo tiempo, los esfuerzos para identificar a las víctimas y 
las respuestas del sistema de justicia penal han sido débiles.

2.2.	Factores que inciden en la trata de mujeres y niñas en Chile

Luego de revisados aquellos factores que inciden de forma general y transversal 
en todo el mundo respecto de la trata de personas, es necesario analizar la situación 
específica de los factores que propician la comisión de este delito que, además, viola 
los derechos humanos.

Como se vio anteriormente, a nivel mundial es sabido que las condiciones de 
pobreza y desigualdad aumentan la exposición al tráfico de personas, independien-
temente del género, ya que suponen una situación de vulnerabilidad económica 
que las obliga a aceptar trabajos precarios o situaciones de explotación para sobre-
vivir (United Nations Office on Drugs and Crime, 2022: 52). Junto con lo anterior, 
la violencia de género es otro factor central, especialmente en un contexto donde 
los estereotipos y roles tradicionales perpetúan la subordinación de las mujeres, 
debilitando su capacidad de resistencia frente a redes de trata. Además, la discri-
minación estructural impide el acceso equitativo a servicios de salud, educación y 
empleo, facilitando que estas mujeres se conviertan en víctimas del tráfico con fines 
de explotación sexual o laboral. Los marcos internacionales, como la Convención de 
Belém do Pará o el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW2), subrayan la necesidad de abordar este tipo de violencias para prevenir 
la trata en cada país miembro (Ministerio de Educación, 2020: 1-17).

En la situación nacional, un estudio realizado entre el 2011 y el 2022 referente 
a la trata de personas a lo largo de todo Chile da a conocer dos de los principales 
fines: la explotación sexual y la explotación laboral. De esta manera, 65% del total 
de las causas evaluadas corresponde a fines de explotación sexual; 35% a fines de 
trata laboral, y la gran mayoría se centra en el norte y en la capital del país. Así, 
se identificó a 201 víctimas de trata con fines laborales y 146 víctimas de trata con 
fines de explotación sexual. Del total de las causas formalizadas, que eran 347, se 
encontró que 205 de las víctimas eran mujeres, alcanzando el 59% del total. Esto da 
a entender que la violencia de género es un factor relevante en este delito, no solo 
a nivel mundial, sino también a nivel local, ya que solo las mujeres se ven expuestas 
tanto en el ámbito laboral como en el sexual. El género masculino, por su parte, es 
expuesto mayormente al ámbito de la trata laboral (Ministerio del Interior y Seguridad 

2	 Chile ratificó la CEDAW en 1989. Desde ese momento, el país ha avanzado en la eliminación 
gradual de la discriminación hacia las mujeres, buscando alcanzar la igualdad total, lo que refleja 
una decisión política interna de actuar en esta dirección. Pero todavía queda esfuerzo por hacer 
respecto de la trata de personas en Chile.
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Pública, 2023: 15). Ello se basa en el marco legal nacional, compuesto por la Ley 
N° 20.5073, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas.

Como ya se ha mencionado, resulta imperativo reiterar que la trata de personas, 
en particular de mujeres, niños y adolescentes, es un fenómeno que se alimenta de 
múltiples factores de vulnerabilidad y riesgo. Estos factores, que se interrelacionan 
de manera compleja, crean un terreno fértil para que las organizaciones criminales 
transnacionales operen con impunidad y se aprovechen de la situación precaria en 
que se encuentran muchas familias y comunidades (Ministerio de Educación, 2020: 9).

Como ya se ha dicho, una de las principales causas que incrementan el riesgo 
de los niños y adolescentes de caer en manos de estas mafias es la pobreza severa 
y la falta de recursos básicos, que deteriora sus condiciones de vida y expone a 
muchos a la desesperación. La desprotección y el abandono familiar son, a su vez, 
condiciones que hacen que estos menores busquen, por instinto de supervivencia, 
alternativas de apoyo que pueden resultar en situaciones de explotación (Ministerio 
de Educación, 2020: 22).

Adicionalmente, fenómenos como la violencia intrafamiliar y la discriminación 
por razones de género y etnia contribuyen a crear entornos hostiles y excluyentes 
que facilitan la captación de estos menores por parte de traficantes. La falta de 
acceso a una educación de calidad, evidenciada en el analfabetismo y la deserción 
escolar, también juega un papel clave en este entramado, ya que la educación es un 
factor protector que empodera a niños y adolescentes, otorgándoles herramientas 
para enfrentar y rechazar situaciones de riesgo (Ministerio de Educación, 2020: 16).

Otro aspecto crítico que no podemos pasar por alto es la parentalización, que 
se refiere a la asunción de roles parentales en edades tempranas, lo que obliga a los 
niños a asumir responsabilidades que no les corresponden y que limitan sus opor-
tunidades de desarrollo. La debilidad de las legislaciones vigentes y la corrupción 
dentro de las instituciones que deberían proteger a estos individuos son igualmente 
factores que permiten que estas prácticas se perpetúen sin la debida intervención 
del Estado (Ministerio de Educación, 2020:15).

La suma de estos elementos de vulnerabilidad no solo pone en jaque los derechos 
fundamentales de los niños y adolescentes, sino que los convierte en blancos fáciles 
para diferentes modalidades de trata, que pueden incluir la explotación sexual y 
laboral, la adopción ilegal, el reclutamiento forzoso para conflictos armados y hasta 
la extracción de órganos. Por ello, es crucial establecer políticas integrales y efectivas 

3	 Su promulgación data del 1 de abril de 2011. En la historia de la ley se ha señalado la necesidad de 
crear dicho cuerpo legal, pues: Una de las nuevas áreas de acción del crimen organizado transna-
cional es el tráfico de personas y dentro de ellas el tráfico de niños. Chile puede ser utilizado tanto 
como país suministrador de menores para el tráfico, como país de paso de bandas que trafiquen 
con ellos. Ref. Historia de la ley: https://www.bcn.cl/historiadelaley/nc/historia-de-la-ley/4627/.
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que aborden de manera multisectorial todas estas problemáticas, y que garanticen la 
protección de los derechos de los más vulnerables en nuestra sociedad.

Asimismo, la violencia de género está íntimamente relacionada con la discrimi-
nación, pero ello no lo debemos centrar solo en la mujer, sino que además se debe 
tomar en consideración actualmente a las mujeres y personas LGTBIQ+ (lesbiana, 
gay, trans, bisexual, intersexual, queer) y TTTNB (travesti, transexual, transgénero, 
no binario), quienes en realidad no están diferenciados dentro de las estadísticas 
actuales de los informes recientes respecto de la trata de personas. Es más, solo hay 
estadísticas de los casos judicializados, mas no de los que ni siquiera han llegado a 
la justicia (Sánchez, 2022: 5).

Es importante señalar que la investigación acerca de la trata de personas puede 
partir de diversas formas, como la denuncia realizada por las víctimas o por terceros, 
particulares o trabajadores públicos. Así, una de las acciones principales es la no 
eliminación de información y realizar diligencias necesarias para el esclarecimiento 
de los hechos (Mesa Intersectorial sobre Trata de Personas, 2014: 13). Sin embargo, 
la investigación y la identificación de posibles víctimas se dificultan por varias situa-
ciones, entre estas se encuentra la solicitud de diligencias a autoridades extranjeras, 
la que muchas veces puede ser lenta y dificultosa. Un obstáculo como este puede 
ser identificado como uno de los factores que inciden en la trata de mujeres y niñas.

Otro de los motivos que tornan difícil la identificación de las víctimas de trata de 
personas es que son delitos cometidos en la clandestinidad. Como ya se ha mencio-
nado, muchas veces se realiza el traspaso ilegal de personas extranjeras al país, de las 
que no queda registro alguno. Por ello, muchas veces es necesaria una investigación 
que perdure en el tiempo por parte de las policías, la que incluye interceptación 
telefónica para lograr la identificación de los miembros de las organizaciones crimi-
nales, a las posibles víctimas y el modus operandi de los grupos delictuales (Mesa 
Intersectorial sobre Trata de Personas, 2014: 21).

Pese a que existen medidas para identificar a posibles víctimas, es muchas veces 
posible que los tratantes falsifiquen documentos de identificación, como la cédula de 
identidad, o documentos de viajes, como el pasaporte, por lo que en estos casos no 
existe sospecha o indicios respecto de una situación de trata o tráfico de personas. 
También, los tratantes requisan los documentos de identificación de sus víctimas, lo 
que dificulta saber quiénes son y su concurrencia ante las autoridades a denunciar, 
lo que las expone a una grave situación de riesgo, donde pueden ser recapturadas 
por su tratante, tal como ocurrió en la sentencia Rantsev vs. Chipre y Rusia, App. 
Nº 25965/04 (Asociación por ti mujer, 2023).

A partir de lo anterior, se debe señalar que no existe una única forma que sea 
difícil para las autoridades identificar a posibles víctimas de trata de personas. Una 
de ellas es precisamente la falta de documentación por el no cumplimiento de los 
requisitos para entrar a un país. Esto puede llevar a algunas personas a recurrir 
a redes de trata o de tráfico; como ya están determinadas por factores de riesgo, 
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las víctimas pueden no sentirse tales y se culpan a sí mismas por el fracaso de la 
migración, percibiendo a los tratantes como personas que les han brindado ayuda 
para una etapa de sus vidas y por ello se encuentran en deuda con ellos. Así, deben 
cumplir con lo que pactaron, pese a que la deuda tenga una naturaleza abusiva. Ello 
se suma al hecho de que muchas veces las víctimas no se informan de las normas y 
derechos vigentes en el país de destino y desconocen ser víctimas de un delito que 
atenta contra los derechos humanos, pues sienten incluso agradecimiento hacia las 
redes de trata que les han facilitado una oportunidad en un país diferente (Meneses, 
2019: 13).

También, algunas de las dificultades para la identificación de víctimas o posibles 
víctimas provienen de las ONG, especialmente de aquellas que se dedican a la pro-
tección de personas que han sido víctimas de explotación sexual; esto porque existen 
sectores precarios en que el trabajo de las organizaciones no es lo suficientemente 
coordinado, lo que hace difícil la detección (Meneses, 2019: 15).

Existe poca organización de los profesionales que trabajan con víctimas directas 
o posibles víctimas, específicamente, cuando ya han sido identificadas. En la actuali-
dad funciona un sistema que permite y facilita la colaboración y coordinación de las 
instituciones y administraciones que representan a gran parte de los agentes sociales 
intervinientes, pero se requiere un esfuerzo a mayor escala de las policías, ONG, 
y entre estas mismas organizaciones –que intervienen directa o indirectamente en 
contextos en que existe o podría existir alguna víctima– y profesionales de distintas 
áreas (Meneses, 2019: 17).

Además, y tal como se ha mencionado previamente, la migración irregular 
también ha tenido impacto en la trata de personas. La migración se ha reconocido 
como un derecho universal inherente a todas las personas, y ello lo establece la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, cuyo artículo 13 dispone que toda 
persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su 
país (Organización de Naciones Unidas, 1948: 28).

Se suele confundir lo que es el tráfico ilícito de migrantes con la migración irre-
gular y la trata de personas, aunque si bien los tres conceptos están relacionados 
con la movilidad de las personas, cada uno tiene connotaciones legales diferentes. 
De esta manera, para clarificar los conceptos, se ha señalado, conforme con el  
artículo Nº 3 letra a) del “Protocolo de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de 
Migrantes por Tierra, Mar y Aire”, que por tráfico ilícito de migrantes se entiende ...la 
facilitación de la entrada ilegal de una persona a un Estado del cual dicha persona 
no sea nacional o residente permanente, con el fin de obtener, directa o indirecta-
mente, un beneficio financiero u otro beneficio de orden material (Organización de 
Estados Americanos, 2008: 2).

Tanto la trata de personas como el tráfico ilícito de migrantes son considerados 
crímenes transnacionales, lo que implica que estas conductas delictivas trascienden 
las fronteras de un Estado. Por esta razón, resulta inadecuado enfrentar estos delitos 
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de manera aislada dentro de cada país. Es esencial contar con una estrategia global 
y coordinada para abordar eficazmente estos crímenes y garantizar una respuesta 
efectiva en su combate (Barros, 2018: 15).

Es importante destacar que ambos delitos afectan la integridad de los seres 
humanos y, en consecuencia, vulneran los derechos humanos de las víctimas. No 
obstante, se distinguen en cuanto a que en el tráfico ilícito de migrantes, aunque las 
condiciones sean desfavorables, la persona involucrada otorga su consentimiento 
en todas las ocasiones; por el contrario, en la trata de personas, el consentimiento 
no siempre se ha manifestado, y si este existió, se obtuvo mediante métodos coerci-
tivos y abusivos por parte de los perpetradores (Barros, 2018: 16). Adicionalmente, 
estos delitos también se diferencian en el tipo de explotación. En el tráfico ilícito de 
migrantes, la explotación de la víctima está sujeta a las circunstancias de su traslado 
y cesa en el momento de su llegada al destino final. En cambio, en la trata de perso-
nas, la explotación es continua y no hay un término definido. No obstante, el tráfico 
ilícito de migrantes implica necesariamente el cruce de fronteras internacionales, 
mientras que la trata de personas puede llevarse a cabo tanto a nivel transnacional 
como dentro de un mismo territorio estatal (Barros, 2018: 16).

Otra diferencia entre ambos delitos, según lo señalado por Clare Ribando, es que 
la trata de personas se clasifica como un delito contra las personas, mientras que el 
tráfico ilícito de migrantes se considera un delito contra las normas del Estado (Seelke, 
2013: 2). Por último, se señala que las ganancias generadas por el tráfico ilícito de 
migrantes provienen de facilitar la entrada ilegal de la víctima al país de destino; en 
cambio, las ganancias por la trata de personas se obtienen de la explotación a la que 
es sometida la víctima (Barros, 2018: 16).

Asimismo, la migración irregular resulta difícil de definir, ya que se podría enten-
der de diferentes maneras; pero para estos efectos, entenderemos que la migración 
irregular ocurre cuando una persona entra o reside en un país en el que no posee 
la ciudadanía, infringiendo las normativas y leyes migratorias de ese país (Castle, 
2010: 51). Este fenómeno migratorio –que ha sido una de las consecuencias de la 
globalización–, junto con la pobreza extrema, la escasez de oportunidades labora-
les y educativas, así como los impactos de desastres naturales y conflictos, crea un 
entorno favorable para que diversos grupos criminales exploten esta necesidad de 
trasladarse a otros países y la conviertan en una fuente de lucro (Barros, 2018: 16).

En el caso de Chile, la migración irregular ha tenido un impacto significativo en 
los últimos años desde la vuelta a la democracia. La importancia de este fenóme-
no se refleja en varios aspectos legales, por lo que se ha tenido que llevar a cabo 
una reforma migratoria con la promulgación de la Ley Nº 21.3254 de Migración y 
Extranjería, en el año 2021, la que busca regular de manera más efectiva la entrada 

4	 Por mensaje del Presidente de la República se promulga y publica, en abril de 2021, la Ley 
Nº 21.325, de Migración y Extranjería.
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(mayores controles fronterizos), permanencia y derechos de los migrantes, haciendo 
hincapié en la migración regular y ordenada.

De esta manera, en el artículo 1 N° 4 de dicha ley se dispone que se entiende 
por “condición migratoria irregular” la que tiene un extranjero que se encuentra 
presente en el país, pero que no tiene un permiso que lo habilite para permanecer 
en él (Ministerio del Interior y Seguridad Pública, 2021).

En este contexto, es crucial destacar que los migrantes son frecuentemente objeto 
de violaciones a sus derechos. Entre estas transgresiones se encuentran las prácti-
cas de elaboración de perfiles ilegales, que pueden llevar a detenciones arbitrarias 
y discriminatorias. Además, muchos migrantes son susceptibles de sufrir tortura y 
malos tratos, así como de ser víctimas de violencia de género, lo que agrava aún 
más su situación de vulnerabilidad. Asimismo, las prácticas inadecuadas y peligrosas 
de interceptación que se implementan en algunas fronteras, junto con la detención 
prolongada o arbitraria, constituyen acciones que no solo transgreden el derecho 
internacional, sino que también revelan una falta de respeto hacia la dignidad humana 
de los migrantes.

Es necesario enfatizar que las particularidades geográficas de Chile, así como 
su ubicación estratégica en el continente, hacen que la migración se manifieste por 
medio de diversas modalidades, que incluyen las fronteras terrestres, marítimas y 
aéreas. Esta realidad conlleva que los migrantes enfrenten serias vulnerabilidades ante 
un sistema que, en ocasiones, no ofrece las garantías necesarias para la protección 
efectiva de sus derechos humanos fundamentales.

Esto se relaciona directamente con el aumento del tráfico ilícito de personas y 
eventualmente trata5, ya que según los datos estadísticos exhibidos en el informe 
de la mesa intersectorial acerca de la trata de personas, del Ministerio del Interior y 
Seguridad Pública de Chile, del total de víctimas mujeres –considerando que eran de 
diferentes nacionalidades, entre ellas boliviana, paraguaya, colombiana y venezolana–, 
un bajo porcentaje corresponde a la nacionalidad chilena. Lo anterior da a entender 
que en territorio chileno la mayoría de las víctimas son migrantes, que, en general, 
mantienen la creencia de que en este país tendrán nuevas y mejores oportunidades 
laborales (Ministerio del Interior y Seguridad Pública, 2023: 1-24).

Sin embargo, según el reporte de tráfico de personas del año 2022, publicado 
en el 2023, Chile se encuentra dentro de los países cuyos gobiernos cumplen plena-
mente con los estándares mínimos de la TVPA (Trafficking Victims Protection Act, 
por sus siglas en inglés) para la eliminación de la trata (Department of State, 2023). 
Sin perjuicio de ello, es crucial señalar que la migración hacia Chile se enfrenta a una 
infraestructura legal insuficiente y a una falta de asesoría adecuada para los extranjeros 
que llegan en busca de mejores condiciones de vida. La escasez de políticas públicas 

5	 Se refiere en este punto a un “eventualmente”, porque sabemos que son dos conceptos distintos 
que principalmente difieren en el consentimiento o no de la víctima.
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efectivas que brinden apoyo, información y recursos a los migrantes exacerba su 
situación de desprotección y vulnerabilidad.

Luego de todo lo revisado previamente, se debe señalar que hace unos años 
en Chile el término “trata de personas” era algo prácticamente desconocido, y más 
bien se asociaba a problemáticas de países ajenos. Solo en los últimos años empezó 
a resonar más en el país, ligado a la migración irregular, la explotación sobre todo 
laboral y sexual, y a que Chile no está exento de las redes criminales transnacionales 
que se dedican al negocio de la trata. El problema se agrava, ya que hoy se puede 
afirmar que la trata de personas se ha convertido en uno de los crímenes transnacio-
nales que producen más alarma. Actualmente ocupa el tercer puesto en la jerarquía 
de delitos, solo detrás del tráfico de drogas y de armas. Sin embargo, diversas pro-
yecciones indican que en esta década la trata de personas podría ascender al primer 
lugar, debido a las extraordinarias ganancias y beneficios económicos que genera. 
Se estima que la industria del sexoservicio, que involucra a mujeres, hombres, niñas 
y niños, genera anualmente más de 77 mil 500 millones de dólares a nivel global, y 
esta actividad ilícita sigue en aumento (Wilson, 1900: 1-8).

¿Quiénes son las personas involucradas en la trata de seres humanos? En la 
estructura del delito de trata de personas no existe un perfil único para los implica-
dos. Los tratantes cumplen roles distintos y variados a lo largo de todo el proceso. 
Algunos pueden ser quienes captan a las víctimas, otros quienes organizan el viaje o 
gestionan la documentación necesaria, mientras que otros se encargan de recibir a las 
personas a su llegada, ejercer amenazas o violencia y forzarlas a trabajar. Todos los 
tratantes comparten el conocimiento de que las víctimas serán explotadas y tratadas 
como objetos, especialmente con fines de explotación sexual en el lugar de destino. 
Entre estos tratantes se pueden encontrar personas que gestionan agencias de viajes 
o de colocación de empleo, e incluso familiares o amigos. El propósito último de los 
tratantes es obtener ganancias económicas a expensas del sufrimiento y explotación 
de otros seres humanos (Wilson M. S., 2013: 1-8).

En el contexto de la economía chilena, según el informe de Política Monetaria 
presentado en septiembre de 2024 por el Banco Central, la inflación aumentó en 
4,4%, y aun así en la proyección para el 2025 y 2026 se sigue considerando que 
la economía crecerá conforme con su tendencia (Banco Central de Chile, 2024: 
3). Esto es clave, ya que en los últimos años la imagen de desarrollo económico 
que Chile presenta en el contexto internacional, aunque positiva para el país, se 
convierte en un imán para organizaciones criminales transnacionales y redes de-
lictivas internas dedicadas al narcotráfico y a la trata de personas. Estas estructuras 
criminales operan con gran agilidad y se aprovechan de la vulnerabilidad inherente 
a las personas migrantes.

Uno de los factores de riesgo y causa de la trata de personas son las redes crimi-
nales en general; estas constituyen estructuras complejas que no solo operan en la 
ilegalidad, sino que adaptan sus métodos y estrategias constantemente para maximizar 
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sus beneficios, consolidando su carácter transnacional. En este contexto, la trata de 
personas se presenta como uno de los delitos más lucrativos, en paralelo al narcotrá-
fico. Ambos delitos comparten características y, en muchos casos, operan por medio 
de las mismas redes, utilizando rutas y métodos similares para evadir la detección por 
parte de las autoridades (Organización Internacional para las Migraciones, 2012: 23).

Estas redes no solo se dedican al tráfico de sustancias ilegales o al contraban-
do de bienes, sino que ven en la explotación de personas una fuente adicional de 
ingresos, aprovechando la vulnerabilidad de las fronteras y la falta de coordinación 
internacional. Esta convergencia delictual plantea un desafío significativo para los 
Estados, ya que deben enfrentar simultáneamente dos de los crímenes más comple-
jos y extendidos a nivel global. La tecnificación constante de estas organizaciones 
criminales, su capacidad para adaptarse y su naturaleza transfronteriza complican 
aún más la labor de las autoridades, que se ven en la necesidad de implementar 
respuestas coordinadas, tanto a nivel nacional como internacional, para frenar la 
expansión de estos fenómenos delictivos. Las redes criminales se mueven a escala 
mundial, marcando países de origen, tránsito y destino de las personas tratadas e 
involucrando secuestros, migraciones forzadas y estados de cautiverio que se dan 
en el interior de un país o entre países, aprovechándose de los vacíos legales o de 
los pasos fronterizos ilegales (Pinto, 2015: 46).

En este escenario, las redes de trata de personas no solo perpetran crímenes 
atroces, sino que también afectan la imagen y la integridad de un país que aspira a 
ser visto como un destino de oportunidades. Por tanto, es imperativo que se imple-
menten medidas efectivas para prevenir la trata de personas, garantizando un marco 
legal robusto y accesible, así como la promoción de mecanismos y políticas estata-
les que fortalezcan la protección de los derechos de los migrantes. La cooperación 
entre el Estado, la sociedad civil y las organizaciones internacionales es esencial para 
erradicar estas prácticas delictivas y brindar un entorno seguro y digno para todos 
aquellos que buscan contribuir al desarrollo del país.

Se ha comprobado que, en cuanto a trata de personas, en Chile existe un cumpli-
miento de los estándares mínimos exigidos por la comunidad internacional, debido a 
los esfuerzos del gobierno durante el período que va de 2018 a 2022, incluyendo la 
época de pandemia. Entre los esfuerzos que han sido reconocidos internacionalmente 
se encuentran la investigación y procesamiento de presuntos tratantes, el aumento 
en las penas aplicadas –especialmente en el caso de los tratantes sexuales de niños, 
niñas y adolescentes–, además de la reactivación de mesas regionales encargadas 
de luchar contra la trata de personas. Sin embargo, un obstáculo que surge para 
enfrentar la trata de personas en el país parece encontrarse en los mismos tribunales 
nacionales. El informe de tráfico de personas publicado en 2023 por el gobierno de 
Estados Unidos señaló que en los casos de trata de personas los tribunales chilenos 
imponen penas mínimas e incluso indulgentes a quienes resultan culpables de la 
comisión del delito, creando un patrón que ha terminado por socavar los esfuerzos 
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nacionales por combatir la trata de personas (Department of State United States of 
America, 2023: 16). 

De esta manera, es posible que una de las causas de origen del tráfico o trata de 
personas en Chile, especialmente de mujeres y niñas, esté en la indulgencia de los 
tribunales al momento de juzgar y emitir sentencias en contra de quienes cometen este 
tipo de delito, pues, en general, pasan por alto la perspectiva de género o el interés 
superior del niño, ambos derechos consagrados en tratados internacionales ratifica-
dos por el país, y cuya aplicación debiera manifestarse en las decisiones judiciales.

CAPÍTULO 3: MARCO JURÍDICO NACIONAL E INTERNACIONAL  
PERTINENTE A LA TRATA DE MUJERES Y NIÑAS

3. 	 Tratados internacionales ratificados por Chile

Para combatir el fenómeno de la esclavitud moderna, la comunidad internacional 
ha establecido un marco jurídico que permite una respuesta coordinada entre los 
Estados, promoviendo normas de prevención, protección y persecución de la trata 
de personas.

Históricamente, los primeros indicios normativos acerca de esta cuestión emer-
gen de los documentos elaborados por las Naciones Unidas. En 1904 se adoptó 
el primer convenio internacional que abordó específicamente esta problemática: 
el Acuerdo Internacional sobre la Represión de la Trata de Blancas. Este tratado 
es importante porque exponía que las principales víctimas eran mujeres; sin em-
bargo, se enfocó exclusivamente en la protección de las víctimas, lo que resultó 
en una efectividad limitada. En ese contexto, la trata de personas era entendida 
principalmente como un fenómeno que implicaba el desplazamiento de mujeres, 
vinculado a la esclavitud, y se asociaba de manera directa con actividades consi-
deradas “inmorales”, como la prostitución. Además, la trata de blancas requería, en 
muchos casos, la transgresión de fronteras nacionales para llevar a cabo sus fines 
ilícitos (Wilson, 1900: 1-8).

Luego, en 1910, se promulgó la Convención Internacional para la Represión de 
la Trata de Blancas, que estableció la responsabilidad de los Estados firmantes de 
sancionar a los proxenetas. Esta normativa no solo se limitó a la trata internacional, 
sino que amplió su alcance para abarcar también el tráfico interno de mujeres, reco-
nociendo su estrecha relación con prácticas esclavistas (Wilson, 1900: 1-8).

Posteriormente, en 1921, se adoptó el Convenio Internacional para la Supresión 
de la Trata de Mujeres y Niños, que introdujo medidas sancionatorias contra la trata 
de menores y ofreció protección a las mujeres y niños en situación de migración. 
Más adelante, en 1933, se ratificó el Convenio Internacional para la Represión de 
la Trata de Mujeres Mayores de Edad, el que obligaba a los Estados a sancionar a 
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aquellos que participaran en la trata de mujeres adultas, sin tomar en cuenta su 
eventual consentimiento (Wilson, 1900: 1-8).

Finalmente, en un esfuerzo por consolidar y unificar los principios estableci-
dos en estas cuatro convenciones previas, en 1949 se adoptó el Convenio para la 
Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena, el 
que fue ratificado por 72 Estados miembros de las Naciones Unidas. Este instrumen-
to es fundamental en la lucha contra la trata de personas y la explotación en todas 
sus formas y refleja el compromiso internacional de salvaguardar la dignidad y los 
derechos humanos de todas las víctimas (Wilson, 1900: 1-8).

Actualmente, este marco está fundamentado en instrumentos clave, como el 
Protocolo de Palermo, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW) y la Convención sobre los Derechos del 
Niño (CDN), entre otros acuerdos y recomendaciones internacionales.

En el presente apartado se analizarán estos instrumentos jurídicos y su impacto 
en la legislación y políticas de protección en Chile, así como la jurisprudencia inter-
nacional que ha contribuido a consolidar un marco de protección de los derechos 
de las mujeres y niñas frente a la trata.

Al respecto, se debe señalar que la Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
ha sido una de las entidades que ha dedicado mayor atención a la problemática 
de la trata de personas en las últimas décadas. En su reconocida Agenda 2030 (A/
RES/70/1), esta institución ha definido objetivos clave al respecto, entre ellos imple-
mentar acciones urgentes y efectivas para eliminar el trabajo forzado, acabar con las 
manifestaciones actuales de esclavitud y la trata de personas, y garantizar la prohibición 
y eliminación de las más graves formas de trabajo infantil, incluyendo el reclutamiento 
y la utilización de menores como soldados, además de comprometerse a erradicar el 
trabajo infantil en todas sus modalidades antes de 2025 (Moya, 2021: 307).

Recién en el año 2000, en respuesta al aumento de la trata de personas como uno 
de los crímenes más lucrativos y extendidos a nivel mundial, la Asamblea General 
de la ONU aprobó la Convención de las Naciones Unidas sobre la Delincuencia 
Organizada Transnacional. Junto con esta Convención, se ratificaron tres protocolos 
adicionales que complementan el documento principal, centrados en la trata de 
personas, el tráfico de migrantes y el contrabando de armas de fuego. Uno de estos 
protocolos, conocido como el Protocolo de Palermo, se enfoca en prevenir, reprimir 
y sancionar la trata de personas, con especial atención en mujeres y niños.

Su objetivo es promover la cooperación entre los Estados para “prevenir y com-
batir de manera efectiva la trata de personas”, marcando un avance significativo 
hacia la creación de una definición internacional acerca de la trata de seres humanos 
(Valverde, 2019: 17). Por esta razón, su objetivo central es facilitar la cooperación 
internacional, protegiendo a las víctimas y persiguiendo a los perpetradores.

Este acuerdo contiene varios elementos importantes que significaron un gran 
cambio en la normativa vigente en la época; entre ellos incluye la definición de trata 
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de personas en su artículo 3, letra a), como ya se ha mencionado. Contempla la 
prevención, en el sentido de que promueve medidas de sensibilización y campañas 
públicas para reducir la vulnerabilidad de las poblaciones en riesgo; la protección 
y asistencia a las víctimas, donde los Estados que ratifican el Protocolo deben es-
tablecer mecanismos para proteger los derechos de las víctimas, proporcionando 
asistencia y protección, incluso para su reintegración en la sociedad, y por último, 
persecución y sanción, en donde se exige además que los Estados parte adopten 
legislaciones nacionales que tipifiquen y sancionen la trata de personas, facilitando 
la cooperación judicial y policial transnacional (Organización de Naciones Unidas, 
2004: 2).

De esta manera, el reporte pertinente al tráfico de personas, realizado en junio 
del 2023, da cuenta de que los gobiernos de todo el mundo han dado cada vez más 
prioridad a la participación de supervivientes de trata mediante el establecimiento de 
mecanismos de consultorías. También el informe hace una distinción entre los países 
cuyos gobiernos cumplen plenamente con los estándares mínimos del Tráfico de 
Víctimas de Trata; los que no cumplen plenamente los estándares mínimos, pero están 
haciendo esfuerzos significativos para cumplir dichas normas, y aquellos países que 
no cumplen plenamente con los estándares mínimos y tampoco desarrollan esfuer-
zos significativos para hacerlo (Department of State United States of America, 2023).

Para efectos de esta tesis, es destacable que el contexto normativo y político de 
Chile se manifiesta en un esfuerzo consciente y coordinado por establecer políticas 
públicas efectivas y reformas legislativas que respondan a los estándares internacionales 
en materia de derechos humanos. Este esfuerzo es fundamental para la implemen-
tación de acuerdos internacionales que abordan de manera integral la problemática 
de la trata de personas, situando a Chile como un país que se esfuerza por cumplir 
con sus obligaciones internacionales en la protección de las víctimas.

No obstante, es esencial resaltar la gravedad de la situación en relación con 
las naciones limítrofes, como Perú y Bolivia (Department of State United States of 
America, 2023: 26). La proximidad geográfica de estos países y la alta incidencia 
de migración irregular constituyen factores determinantes que, lamentablemente, 
alimentan la dinámica de la trata de personas. La migración irregular es reconocida 
globalmente como una de las principales causas que facilitan la explotación y la 
trata, debido a que las personas migrantes, al encontrarse en situaciones de vulnera-
bilidad, son especialmente propensas a ser objeto de maniobras delictivas por parte 
de redes criminales de tratantes. Este fenómeno exige un enfoque multidimensional 
y colaborativo entre países, con el fin de erradicar este flagelo y salvaguardar los 
derechos y la dignidad de las personas en movimiento.

Otro de los instrumentos relevantes en esta materia es la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW). El 
propósito primordial de la Convención es garantizar la igualdad efectiva de dere-
chos entre hombres y mujeres, principio que ya está consagrado en la Carta de las 
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Naciones Unidas de 1945, la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, 
los Pactos Internacionales de Derechos Humanos de 1966, así como en diversas 
convenciones, resoluciones, declaraciones y recomendaciones emitidas por la ONU. 
Sin embargo, es importante señalar que este principio no ha sido universalmente 
reconocido, debido a los profundos niveles de discriminación que siguen afectando 
a las mujeres en todo el mundo.

Para alcanzar esta plena igualdad, la Convención subraya la necesidad de alterar 
los roles tradicionales de ambos géneros en el ámbito social y familiar en su párrafo 
15, y obliga a los Estados parte a implementar varias medidas concretas que contri-
buyan a concretar dicho objetivo, en línea con la plena ejecución de los principios 
establecidos en la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer, adoptada en 1967 (Rodríguez, 2000: 209).

La CEDAW no solo prohíbe los actos deliberados de discriminación, sino que 
también aborda circunstancias en las que la ausencia de intención puede conducir 
a resultados discriminatorios; promueve un modelo de igualdad que trasciende la 
mera igualdad formal –como la igualdad ante la ley–, para abogar por la igualdad 
real o sustantiva. Esto implica que los Estados deben implementar medidas proac-
tivas, que garanticen que las mujeres tengan acceso equitativo a oportunidades en 
todos los ámbitos de la vida, desde la educación hasta el empleo y la participación 
política (Zapata, 2007: 28).

El cumplimiento de las obligaciones impuestas por la Convención no solo es 
fundamental para avanzar en la igualdad de género, sino que también porque es-
tablece un marco de responsabilidad ante la comunidad internacional. Los Estados 
deben rendir cuentas de sus avances y desafíos en la implementación de la CEDAW, 
facilitando la supervisión y la promoción de un entorno de derechos humanos que 
respete y proteja a todas las mujeres (Zapata, 2007: 8).

La CEDAW y el Protocolo de Palermo complementan la lucha contra la trata de 
mujeres y niñas mediante sus enfoques distintos, pero interrelacionados. Ambos 
instrumentos internacionales trabajan en conjunto para abordar tanto las causas es-
tructurales de la trata como la necesidad de respuestas específicas y sanciones contra 
dicha actividad. Particularmente, el Protocolo de Palermo refuerza la obligación al 
definir la trata de personas, facilitando la identificación de las situaciones de trata que 
pueden ser objeto de protección y sanción. De esta forma, el artículo 6 de la CEDAW 
y las disposiciones del Protocolo de Palermo trabajan de consuno: uno establece el 
marco preventivo y de derechos humanos, y el otro proporciona las herramientas 
para la acción penal y la cooperación transnacional.

En cuanto a la ratificación de los instrumentos internacionales, Chile firma la 
Convención el 17 de julio de 1980; es ratificada por la Junta de Gobierno el 17 de 
octubre de 1989 y formalizada mediante el Decreto Supremo N° 789, del 27 de octu-
bre de 1989. El instrumento de ratificación se entrega el 7 de diciembre de 1989 y se 
hace público en el Diario Oficial el 9 de diciembre de ese mismo año. Por tanto, se 
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considera un tratado internacional que está en vigor para Chile, tanto en el contexto 
internacional como en el ámbito interno, gracias a su promulgación y publicación 
(Rodríguez, 2000: 212).

En el año 2023, Chile ratifica, además, el Protocolo Facultativo de la CEDAW, que 
contempla la opción de sostener comunicaciones individuales y de iniciar investiga-
ciones acerca de violaciones sistemáticas a esta Convención ante el Comité CEDAW. 
El 12 de marzo de 2020, el gobierno de Chile presentó el documento de ratificación 
del PFCEDAW ante la Secretaría General de las Naciones Unidas. La ratificación del 
Protocolo recibió diversas recomendaciones, incluidas las realizadas por otros Estados 
en el contexto del Examen Periódico Universal, así como en los informes del Grupo 
de Trabajo respecto de dicho examen (2014) y en las observaciones finales del Comité 
CEDAW (2012; 2018). Con la ratificación del PFCEDAW, se concluye un extenso 
proceso legislativo que enfrentó múltiples obstáculos y que se prolongó por cerca 
de 20 años. Tras la firma, el proceso legislativo para su ratificación comenzó el 6 de 
marzo de 2001, cuando se presentó en la Cámara de Diputados (Coddou, 2023: 2).

Para finalizar, el año 2016 Chile presentó su informe en virtud del artículo 18 
de la Convención6, correspondiente al séptimo informe periódico que los Estados 
parte debían presentar. En dicho reporte, el país señala que ha establecido un Plan 
de Acción Nacional contra la Trata de Personas, aprobado en diciembre del 20137, 
suscrito por el Servicio Nacional de la Mujer y Equidad de Género (Sernameg) y 
otras 18 instituciones públicas, organizaciones de la sociedad civil y organismos in-
ternacionales8. La meta de este plan es crear y llevar a cabo medidas permanentes 
destinadas a prevenir y luchar contra la trata de personas en Chile, adoptando un 
enfoque centrado en los derechos humanos. Esto busca asegurar la protección y el 
apoyo para las víctimas, con un énfasis particular en mujeres, niños, niñas y adoles-
centes. Con este propósito, el Plan de Acción se organiza en cuatro ejes estratégicos: 
prevención y sensibilización; control y persecución del delito; protección y asistencia 

6	 En este sentido, el artículo 18 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer señala lo siguiente: Los Estados Parte se comprometen a someter 
al Secretario General de las Naciones Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre 
las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para 
hacer efectivas las disposiciones de la presente Convención y sobre los progresos realizados.

7	 Convenio Intersectorial para aprobar e implementar el Plan de Acción Nacional contra la Trata 
de Personas de la Mesa Intersectorial sobre Trata de Personas. Santiago, 6 de agosto de 2013. 
Disponible en http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2015/07/MITP-ConvenioIntersectorial-
para-aprobar-e- implementar-Plan-de-Accion-Nacional-contra-la-Trata-dePersonas.pdf

8	 Entre ellas: Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Ministerio de RR.EE., Ministerio de Defensa 
Nacional, Ministerio de Justicia, Ministerio de Salud, Ministerio de Educación, Ministerio del 
Trabajo y Previsión Social, Dirección del Trabajo, SENAME, Ministerio Público, Carabineros de 
Chile, PDI, INDH, Organización Internacional para las Migraciones, Instituto Católico Chileno de 
Migración, ONG Raíces, Servicio Jesuita a Migrantes y Corporación Humanas.
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a las víctimas, y coordinación y cooperación entre instituciones (Ministerio de la 
Mujer y Género, 2016: 17-18).

Otro de los instrumentos internacionales relacionados con el tema del presente 
trabajo es la Convención sobre los Derechos del Niño. El Tratado está compuesto 
por 54 artículos que delinean una amplia gama de derechos económicos, sociales, 
culturales, civiles y políticos que corresponden a los niños. Entre estos derechos se 
incluye de manera fundamental el derecho del niño a convivir con ambos progeni-
tores. Por tanto, la responsabilidad primordial en la crianza de los niños recae en los 
padres y no en los Estados. Sin embargo, es importante resaltar que el Estado tiene 
la obligación de actuar como garante subsidiario de la protección de los derechos 
de los menores, especialmente en el caso de aquellos que se encuentran privados 
de un entorno familiar adecuado.

Así, con la ratificación y adhesión a la Convención de los Derechos del Niño9, los 
Estados se han comprometido legalmente a garantizar el respeto y la implementación 
de los derechos que se enuncian en este tratado. Este compromiso es esencial para 
garantizar que cada niño goce de los derechos que le corresponden, en un contexto 
que busca asegurar su bienestar, desarrollo integral y protección frente a cualquier 
forma de violencia, explotación o abuso. Como defensores de los derechos huma-
nos, debemos seguir trabajando para que estas normas y principios se traduzcan en 
realidades tangibles en la vida de los niños en todo el mundo.

Esta Convención es el primer acuerdo internacional que reconoce a los niños como 
sujetos de derechos, abarcando su protección desde el momento de su nacimiento 
hasta los 18 años, a menos que la legislación de su país les otorgue la mayoría de 
edad antes de cumplir esa edad. Esta disposición contrasta con la primera Declaración 
de 1959, que ofrecía protección al niño incluso antes de nacer.

Tal como se ha podido observar, cada uno de los instrumentos internacionales 
que han sido presentados tiene gran relevancia en relación con la trata de niñas y 
mujeres en Chile, ya que han sido reconocidos como válidos por el Estado y, por 
tanto, este debiera brindar protección a los derechos que se establecen en tales do-
cumentos. Al respecto, durante el año 2015, la Organización de Naciones Unidas, 
en relación con la Convención de los Derechos del Niño, reconoció el progreso del 
país respecto de la trata de personas a partir de la promulgación de la Ley N° 20.507, 
relativa al tráfico de personas, y por el establecimiento de la Mesa Intersectorial sobre 
Trata de Personas durante 2008 (Comité de los Derechos del Niño, 2015: 2).

9	 La Convención fue firmada por 20 naciones, y posteriormente, los demás países que no la habían 
firmado se unieron, alcanzando un total de 193 Estados. De esta manera, se ha convertido en 
el tratado más ratificado en la historia de las Naciones Unidas, con 193 de los 194 Estados reco-
nocidos, a excepción de Somalia. Sin embargo, a pesar de su carácter jurídicamente vinculante, 
también es uno de los más infringidos (Lázaro, 2015).
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Toda la documentación que se acaba de presentar tiene como objetivo estable-
cer políticas, estrategias y mecanismos eficaces para la sanción efectiva de la trata, 
así como involucrar a todos los países en la lucha contra la trata de personas y la 
defensa de los derechos humanos de las víctimas. La responsabilidad de cada nación 
radica en desarrollar sus propias legislaciones para hacer frente a la trata de perso-
nas en los diversos contextos geográficos que se presenten, además de fomentar la 
colaboración entre los Estados.

3.1.	Jurisprudencia nacional e internacional relativa a la trata de mujeres  
y niñas en Chile

En cuanto a la jurisprudencia relativa a la trata de mujeres y niñas en Chile, se 
debe señalar que ha habido un aumento durante los últimos años, especialmente 
respecto de mujeres que han sido trasladadas desde sus países de origen bajo enga-
ños o falsas promesas, como ocurrió en causa Rol N° 3959-2014, decisión emanada 
de la Corte de Apelaciones de Santiago, donde se revocó la sentencia de primera 
instancia que condenó a una ciudadana dominicana que ingresó ilegalmente al país 
durante 2013, quien fue engañada en su país para ser trasladada a Chile (Corte de 
Apelaciones de Santiago, 2014).

Uno de los casos presentados en los últimos años y de mayor relevancia es 
el relativo a una organización criminal compuesta por personas de nacionalidad 
venezolana y colombiana, que conformaban una red de trata de personas, especí-
ficamente de mujeres, cuyo fin era la explotación sexual de las víctimas, a quienes 
ingresaban de forma ilegal al país por pasos no habilitados y posteriormente las 
obligaban a ejercer la prostitución y les restringían la libertad. Las mujeres víctimas 
tenían entre 18 y 25 años y había también dos adolescentes (Instituto Nacional de 
Derechos Humanos, 2022).

En este caso, el Tribunal Oral en lo Penal de Puerto Montt, en la sentencia que 
emitió a principios de 2024, declaró a cuatro imputados de nacionalidad venezolana 
culpables de delitos de asociación ilícita, trata de personas con fines de explotación 
sexual y trata de personas menores de edad con fines de explotación sexual (Instituto 
Nacional de Derechos Humanos, 2024).

Un hecho de relevancia que se presenta dentro de la causa es que la defensa 
de los condenados presentó un recurso de nulidad que fue rechazado por la Corte 
Suprema, que ratificó mediante decisión unánime la resolución adoptada por el 
Tribunal Oral en lo Penal de Puerto Montt, cuando se condenó a 20, 16 y 15 años 
y un día de presidio, además de inhabilitaciones para juegos públicos y multas de 
10 UTM para cada uno, como autores y con diferentes grados de participación por 
delito consumado de trata de personas con fines de explotación sexual, incluyendo 
menores de edad (Instituto Nacional de Derechos Humanos, 2024).
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Otra de las sentencias referidas a la trata de personas ejecutada por bandas de 
crimen organizado es la sentencia Rol N° 98-2021, emanada del 4° Tribunal Oral en 
lo Penal de Santiago, relacionada con el delito de trata de personas con fines de ex-
plotación sexual, donde se condenó a una mujer a 7 y 12 años de presidio efectivo, 
por tener calidad de autora de delitos consumados y reiterados de trata de personas 
con el objetivo de explotarlas sexualmente, entre febrero de 2017 y noviembre de 
2019 (Ramírez, 2023).

En dicho caso, las víctimas fueron únicamente mujeres mayores de edad, de 
nacionalidad paraguaya, quienes fueron trasladadas por otra mujer de la misma 
nacionalidad desde su país de origen para ejercer el comercio sexual en Chile, pero 
que fueron abusadas en virtud de su precaria situación económica, mínima formación 
académica y a quienes se les ofrecían exorbitantes cifras por ejercer tales activida-
des. Una vez que ingresaban al país, se les cambiaban las condiciones que habían 
aceptado para viajar (Ramírez, 2023).

Así, la jurisprudencia presentada es capaz de expresar la situación que se vive en 
el país. Pese a la existencia de una norma que se encarga de sancionar tales delitos, 
estos siguen ocurriendo de forma frecuente, perpetrados tanto por personas extran-
jeras como por nacionales que colaboran con extranjeros para la consumación de 
un delito que vulnera de muchas formas los derechos de mujeres y niños, que en 
general provienen de entornos sumamente vulnerables (Ramírez, 2023).

También es oportuno resaltar la existencia de jurisprudencia internacional en ma-
teria de tráfico de niñas y mujeres, especialmente del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, que ha resuelto algunos casos de gran relevancia internacional, como 
ocurre con la sentencia Rantsev vs. Chipre y Rusia N° 25965/04, donde una joven 
de origen ruso era víctima del tráfico de mujeres. En este caso, la policía de Chipre, 
país en donde era explotada sexualmente por sus tratantes, no actuó de acuerdo con 
los protocolos establecidos por el Convenio Europeo, violando los derechos de la 
mujer. Pese a que ella logró huir de sus captores, lo que posteriormente la expuso a 
represalias, tiempo después fue encontrada sin vida (MacKinnon, 2011: 107).

Uno de los criterios más relevantes dentro del caso fue el contexto de peligro 
conocido de la situación de trata de mujeres entre Rusia y Chipre, lugar donde se 
comete el delito con el objetivo de explotar sexualmente a las víctimas. Esto hizo que 
fuera aún más criticada la falta de acción por parte de la policía. El Tribunal consideró 
que la policía, al entregar a la víctima a sus tratantes cuando ella intentaba huir de 
los mismos, la privó de su libertad. De esta forma, el Estado de Chipre fue declarado 
culpable por detención ilegal y arbitraria en contra de la mujer, y dejarla en manos 
de un proxeneta particular en un departamento de la misma característica. A Rusia 
también se le imputó responsabilidad por no haber cumplido con obligaciones proce-
sales que ordenaban la investigación de la situación de Oksana Rantsev (MacKinnon, 
2011: 108-109). Se debe hacer presente que el Tribunal tomó en consideración que 
dentro del Convenio no se hacía mención a la trata de personas; sin embargo, fue 
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considerado como un instrumento que debía ser objeto de interpretación de acuerdo 
con las circunstancias (MacKinnon, 2011: 110).

Pese a lo señalado previamente, el Tribunal no consideró que Chipre hubiese vio-
lado el derecho sustantivo a la vida de la víctima, en virtud del artículo 2 del Convenio 
Europeo para la Protección de Derechos Humanos y Libertades Fundamentales, 
aun cuando tenían conocimiento de que ella había sido víctima de tráfico y de la 
violencia que ello conlleva (MacKinnon, 2011: 111). Esto se debió a que en Europa 
existen visiones diferentes respecto de la trata sexual, ya que, pese a que la mayoría 
lo considera un delito y violación de los derechos humanos, hay países que han 
legalizado la prostitución, visión que incidió en el caso Rantsev, por la confusión de 
términos entre trata sexual, esclavitud y trabajo forzoso.

Otra de las sentencias emanadas del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
relativa a la trata de personas es la sentencia L.E. vs. Greece N° 71545/12, de 21 de 
enero de 2016. Una mujer de ciudadanía nigeriana que vivía en Atenas fue llevada 
al país mediante la promesa de trabajo en el rubro de discotecas y bares, por un 
pago de 40.000 euros y la promesa de no denunciar sus actividades a la policía. En 
este caso, la mujer víctima de trata fue sometida a explotación sexual durante dos 
años, en los que fue detenida en varias oportunidades por prostitución. Uno de los 
aspectos relevantes del caso es que la mujer fue detenida como inmigrante irregular 
y ante ello denunció su situación y a su tratante, denuncia que fue desestimada por 
el Tribunal Penal de Atenas, por considerar que no existían pruebas que acreditaran 
su condición de víctima de trata (European Database of Asylum Law, 2016).

En este caso, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, para emitir su deci-
sión, tuvo como precedente el caso Rantsev vs. Chipre y Rusia, por cuanto fueron 
violadas algunas obligaciones positivas de los Estados, como la de adoptar medidas 
operativas de protección de víctimas, que se materializó en la demora en el recono-
cimiento de la mujer como víctima; también se infringió la obligación de investigar 
e iniciar procesos penales eficaces, debido a lo que se identificó como deficiencia 
de las policías (European Database of Asylum Law, 2016).

Finalmente, el Tribunal consideró demoras procedimentales que infringieron el 
artículo 6 del convenio señalado previamente, además de violaciones al artículo 13 
del mismo debido a la falta de un sistema jurídico que permitiera acelerar el proceso 
(European Database of Asylum Law, 2016).

Asimismo, el Tribunal también ha debido decidir en casos de trata de mujeres 
para la explotación laboral o trabajo forzoso, como en el caso J. and Others vs. 
Austria. En dicho caso, tres personas de nacionalidad filipina que vivían en Viena 
y Suiza, entre 2006 y 2009, fueron a trabajar a Dubái como empleadas domésticas 
para una familia y otros familiares de esta, quienes les retuvieron los pasaportes y 
las obligaron a trabajar largas jornadas sin recibir el pago acordado por las partes, 
además de ser abusadas física y emocionalmente, y recibir amenazas (Oficina de las 
Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito, 2017: 3).
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Durante 2010, las mujeres junto con sus “empleadores” hicieron un viaje a Viena, 
en donde también les retuvieron los pasaportes y las hicieron trabajar extensas jor-
nadas cuidando niños y realizando otras tareas domésticas. En dicho viaje, dos de las 
mujeres fueron víctimas de un abuso verbal extremo y violento, ante lo que escaparon 
y pidieron ayuda a un empleado del hotel donde se hospedaban, encontrando luego 
apoyo en la ciudad. Después de nueve meses, las mujeres acudieron a una ONG en 
Viena encargada de ayudar a víctimas de tráfico de personas. Se inició un proceso 
de investigación que fue abandonado en noviembre de 2011, debido a que el fiscal 
señaló que las autoridades de Austria no tenían competencia para defender a las 
víctimas de lo ocurrido, debido a que el delito fue cometido por personas extranjeras 
(Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito, 2017: 6).

Así, durante 2012, la Corte Regional del Crimen de Viena confirmó la decisión 
de abandonar la investigación por falta de fundamentos, y la falta de obligatorie-
dad del derecho internacional por continuar investigaciones en tales materias. En 
este caso, el Tribunal decidió que, efectivamente, Austria había dado cumplimiento 
a los deberes de brindar protección y apoyo a las víctimas de tráfico de personas, 
además del deber de investigación y otros que también cumplieron con suficiencia, 
por lo que finalmente se determinó que no existió una violación del artículo 4 de la 
Convención, el que hace referencia a que ninguna persona debe ser retenida para 
la esclavitud o servidumbre, o realizar trabajos forzosos, entre otros (Oficina de las 
Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito, 2017: 16).

Por último, otro de los casos de mayor relevancia que ha resuelto el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos en los últimos diez años, en relación con la trata de 
personas, es el de S.M. vs. Croacia N° 60561/14, donde la víctima fue una mujer de 
nacionalidad croata, obligada a ejercer el comercio sexual durante 2011, por parte de 
un hombre que le ofreció un empleo y que posteriormente la explotó sexualmente 
(Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 2020: 4).

A fines de 2012, la víctima denunció al tratante y ella fue reconocida como tal. 
Posteriormente, en 2013, se realizó un juicio en contra del tratante, que terminó con 
la absolución de este, con fundamento en la falta de evidencia que pudiera concluir 
que efectivamente él hubiese presionado a la mujer a prostituirse, debido a que el 
testimonio de la víctima fue considerado incoherente y poco fiable (Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, 2020: 18). Otro de los antecedentes de relevancia del caso 
fue que en 2014 la fiscalía estatal desestimó un recurso, y en junio del mismo año se 
declaró inadmisible el recurso de inconstitucionalidad presentado por la víctima, en 
el que alegó la carencia de un marco jurídico que abordara la trata de personas y la 
falta de efectividad en la aplicación de mecanismos penales respecto de las denuncias 
de trata de personas y explotación sexual (Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
2020: 18).

Así, en junio de 2020, el Tribunal dictó una sentencia donde se concluyó que 
la investigación y el procedimiento penal en contra del acusado eran sumamente 



I.S.S.N. 2735-7902 Revista de Derecho y Ciencias Sociales Nº 33 (185-239), 2025, Universidad San Sebastián (Chile)

La trata de mujeres y niñas en Chile: Una mirada jurídica a la vulnerabilidad y a la explotación en contextos 
de desigualdad / Catalina Andrea Parada Vergara, Silvina Álvarez Medina

213

defectuosos, llegando incluso a violar obligaciones procesales establecidas en el 
artículo 4 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales. La sentencia cuenta como un precedente respecto de la aplicación 
del artículo 4 de la Convención, para casos de trata y explotación sexual (Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, 2020: 57).

A partir de las sentencias expuestas previamente, es posible concluir que el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos se encarga de castigar a los países por la 
violación de artículos de la Convención y no de castigar directamente a quien ha 
incurrido en la comisión del delito, por lo que se entiende que son sentencias que 
sirven de ejemplo a otras naciones para atender a todos los artículos que se encuen-
tran presentes en la Convención acordada por los países europeos.

3.2.	Marco jurídico chileno en materia de trata de personas

Para establecer el marco jurídico en Chile pertinente a la trata de personas, es 
fundamental contextualizar la evolución legal y las medidas adoptadas en el país 
para enfrentar esta problemática.

En primer lugar, se debe destacar que la ratificación del Protocolo de Palermo 
por parte de Chile, en 2005, marcó un hito en la lucha contra la trata de personas y 
el tráfico ilícito de migrantes. Este protocolo, que se enmarca en el Convenio de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, sirvió como un 
marco internacional para que Chile comenzara a desarrollar una agenda legislativa con 
el objetivo de establecer normas que no solo protejan a las víctimas, sino que también 
persigan de manera eficaz a quienes perpetran estos crímenes (Eguren et al., 2020: 57).

La tipificación de los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas 
en 2011 fue un paso decisivo. Consistió en la formalización de un marco normativo 
que permite a las autoridades actuar con mayor precisión y efectividad frente a estos 
delitos, que afectan gravemente los derechos humanos de las víctimas, muchas veces 
vulnerables y expuestas a situaciones de explotación. Aun antes de la tipificación, en 
2008, se creó la Mesa Intersectorial de Trata de Personas (MITP), un organismo que 
se constituyó como el primer esfuerzo coordinado y multiinstitucional para abordar 
la cuestión de la trata desde un enfoque integral. Esta iniciativa fue fundamental 
para comenzar a gestar un plan de acción que estableciera las bases para un trabajo 
estructurado en la materia (Eguren et al., 2020: 67).

En 2014, el desarrollo del Plan de Acción Nacional contra la Trata de Personas 
evidenció una clara intención del Estado chileno de enfrentar este flagelo de manera 
sistemática. Este plan abarcó aspectos cruciales como la prevención y sensibilización 
de la población, la persecución y control de los delitos relacionados, así como la 
protección y asistencia a las víctimas. Asimismo, promovió la coordinación y coope-
ración entre diversas instituciones, tanto nacionales como internacionales, generando 
un marco propicio para un abordaje integral (Eguren et al., 2020: 76).
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Es fundamental que todas las acciones emprendidas en esta materia se acom-
pañen de una voluntad política sostenida y un compromiso real por parte de todos 
los actores involucrados: políticos, fuerzas policiales, sociedad civil y organismos 
internacionales. Solo mediante un trabajo conjunto y coordinado se podrá avanzar 
hacia la erradicación de la trata de personas en Chile, asegurar la protección de las 
víctimas y construir una sociedad más justa y segura para todos.

3.3.	Ley N° 20.507, sobre tráfico ilícito de migrantes y trata de personas

En virtud del presente trabajo, resulta necesario abordar el punto de vista legisla-
tivo en relación con el delito de trata de personas, y todos los aspectos que sirvieron 
de motivación para que este naciera a la vida del derecho.

En el país, durante los últimos 25 años se ha experimentado un aumento en 
los flujos migratorios. Ha pasado de ser un país caracterizado por la expulsión de 
inmigrantes no autorizados a uno que recibe miles de migrantes cada año, por la 
eliminación de restricciones y la liberación de fronteras, sumado al hecho de que 
la economía nacional resulta atractiva para extranjeros que buscan nuevas oportu-
nidades (Rivera, 2016: 4).

La imagen del país como un atractivo destino para la economía ha generado 
efectos indeseados a partir de la falta de normativa estricta de regulación migratoria 
que permita tener un control en los flujos de migrantes, que contribuya a un buen 
desarrollo nacional y muestre respeto por los derechos humanos. Esta situación ha 
producido que dentro del país existan bandas de crimen organizado y mafias que 
operan en el Cono Sur mediante el tráfico y trata de personas (Rivera, 2016: 4).

Por su parte, la Ley N° 20.507, promulgada en 2011, dice relación con la migra-
ción, por cuanto se encarga de tipificar delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata 
de personas, además de establecer normas preventivas y mejorar los métodos de 
persecución criminal. Esta norma permitió que el Estado diera cumplimiento a otra 
herramienta internacional de relevancia, como es la Convención contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional y sus protocolos específicos.

De esta manera, uno de los motivos de la creación de la norma, que se encuentra 
en la moción parlamentaria que dio inicio a la discusión del proyecto de ley, fue la 
existencia de organizaciones criminales como una de las formas de amenaza más 
comunes a la seguridad de los Estados y de las personas, además de constituir un 
fenómeno que se va adaptando a los tiempos que se viven. Las organizaciones cri-
minales son capaces de estructurarse al igual que una empresa, llegando a traspasar 
fronteras y creando redes donde utilizan gran cantidad de recursos para perpetrar 
delitos de diferentes tipos y categorías, especialmente para el tráfico de personas, 
cuyas principales víctimas son mujeres y niños utilizados para la explotación sexual, 
extracción de órganos o para ser utilizados como mano de obra bajo regímenes de 
esclavitud (Cámara de Diputados, 2005: 3).
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Así, en la discusión de la norma se señaló como idea central de la moción el 
establecer una normativa de carácter integral con una adecuada tipificación penal, 
medios especiales para la investigación y normas específicas para perseguir los de-
litos de trata y tráfico de personas, en concordancia con el marco conceptual que 
era sugerido en instrumentos internacionales ratificados por el país, con especial 
consideración al Protocolo de Palermo, además de señalar la inexistencia de una 
legislación clara y específica al respecto, en razón de que constaba de un solo ar
tículo referido a la materia, en el que se confundían los conceptos de trata y tráfico 
de personas (Biblioteca del Congreso Nacional, 2007: 3).

Asimismo, fue mencionada la insuficiencia del Código Penal para brindar un 
marco jurídico efectivo, ya que solo sancionaba la trata de blancas provenientes del 
extranjero y no la que se vivía internamente en el país, además de presentar una 
pena blanda para el delito, que podía ir desde 3 años y 1 día hasta 5 años (Biblioteca 
del Congreso Nacional, 2007: 7).

Es necesario señalar que el crimen organizado en Chile es un fenómeno que lleva 
muchos años presente en el país, y que la norma comenzó a ser discutida a princi-
pios del 2005 y nació a la vida del derecho en 2011, es decir, fue tramitada durante 
seis años, tiempo suficiente para que muchas bandas criminales sacaran provecho 
de la falta de regulación normativa para los delitos de trata y tráfico de personas, 
y lograran establecer redes de operación definitivas, pese a que en la moción se 
señaló expresamente que ante la carencia de legislación encargada de combatir el 
crimen organizado y el delito transnacional, era sumamente necesario innovar en 
tales materias (Cámara de Diputados, 2005: 4).

Al año 2007 ya era evidente la expansión del tráfico de menores de edad en países 
del Mercosur, especialmente en Chile y Bolivia. Así, se identificó que al año 2004, 
cerca de 24.000 niños y niñas, de entre 8 y 12 años, fueron sacados de sus países 
para ser trasladados a otros con fines de explotación sexual y laboral (Araya et al., 
2007: 9), lo que ciertamente encendió alertas y preocupación por parte de entidades 
encargadas de brindar protección a menores de edad, y evidenció la necesidad de 
tomar medidas políticas y administrativas para hacer frente al fenómeno delictual.

Aun así, se señaló que hasta hace 15 años, la problemática asociada a la trata y 
tráfico de niños, niñas y adolescentes se encontraba invisibilizada en Chile, pese a 
que ya se había reconocido la existencia y concurrencia del delito de tráfico ilícito 
de inmigrantes y de la trata de personas adultas. Era un ámbito del que se tenía un 
conocimiento limitado. Por ello, al ir avanzando el conocimiento respecto de la pro-
blemática, se hicieron evidentes las falencias del sistema que permitían la ocurrencia 
de tales hechos, como la falta de protocolos de detección y de registro estadísticos 
para delitos relacionados con el tráfico y trata de personas, la falta de recursos 
destinados a la investigación del fenómeno criminal y a las policías encargadas de 
investigar acerca de la trata de menores de edad (Araya et al., 2007: 10).
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Otro de los hechos que dejaron en evidencia la falta de normas que regularan 
el problema de la trata de personas es que durante diciembre de 2003 se registró 
en el Servicio Nacional de Menores el ingreso de 185 niños y niñas de procedencia 
extranjera, 12 de ellos indocumentados, quienes habían sido víctimas de una red de 
trata de personas que también se dedicaba al tráfico de bebés (Araya et al., 2007: 10).

Es decir, se trata de un problema que lleva presente más de 20 años en el país 
y que hasta hoy no ha podido ser erradicado, lo que se debería a una falencia ge-
neral del sistema nacional, incluyendo instituciones y a los operadores de justicia. 
Durante los años 2000 y 2007, se registraron 52 casos de niños, niñas y adolescentes 
que fueron víctimas de trata con fines de explotación en el comercio sexual, todos 
ocurridos en diferentes regiones del país, como la Región Metropolitana, con 19 
casos; 12 casos en la Región de Tarapacá, y 21 casos en la Región de Valparaíso 
(Araya et al., 2007: 33).

A partir de todos estos antecedentes, el proyecto de ley surgió como una forma 
de dar cumplimiento a las normas de derecho internacional que regulan y establecen 
estándares para que los Estados hagan frente al crimen organizado. El país no podía 
continuar con normas atrasadas en la materia, por cuanto no existían ni los medios 
institucionales ni políticas públicas preventivas que permitieran aseverar que en 
efecto el país cumplía con estándares internacionales (Cámara de Diputados, 2005: 
9). También, durante el año 2005, la Organización Internacional para las Migraciones 
ordenó la realización de un estudio exploratorio de la situación respecto de la trata 
de personas con fines de explotación sexual en países del Cono Sur, como Argentina, 
Chile y Uruguay (Biblioteca del Congreso Nacional, 2007: 4).

Dicho estudio fue realizado en el plazo de solo cinco meses, durante este tiempo 
fueron visitados los lugares del país donde había mayor presencia de la problemá-
tica. Así, se logró recolectar antecedentes mediante informantes calificados, como 
fuerzas de seguridad, policía, prensa, fiscalías, entre otros. Los resultados del estudio 
arrojaron que el total de víctimas de trata de personas fue de 99, que todas eran 
mujeres y el 90% eran mayores de edad, mientras que el restante 10% eran niñas o 
adolescentes, cuyas nacionalidades correspondían a diversos países de Latinoamérica 
e incluso había mujeres provenientes de China (Organización Internacional para las 
Migraciones, 2006: 6-7).

Dentro del mismo estudio quedó en evidencia que Chile en ese momento era 
un país de origen, tránsito y destino de trata de personas para la explotación laboral 
o esclavitud, principalmente en el norte del país. En general, estas personas eran 
utilizadas para realizar labores ganaderas, como pastoreo, a cambio de un pago en 
alimentación y alojamiento, en condiciones sumamente precarias (Organización 
Internacional para las Migraciones, 2006: 14).

Debido a esta realidad, se propuso el proyecto de ley, compuesto de cuatro títulos. 
El principal era el que trataba los delitos contra la libertad y la integridad física de 
las personas, en relación con el tráfico de personas, en que se tipificaron los delitos 
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de promoción del tráfico de personas, el de trata o tráfico de personas, la venta de 
personas y la participación en asociaciones ilícitas para el tráfico de personas (Cámara 
de Diputados, 2005: 9). Así, cada tipo penal aborda figuras presentes en la práctica 
habitual de delitos de dicha clase.

Acerca de la sanción de la comisión de tales delitos, se aplicó el concepto de iter 
criminis. El objetivo es que un delito se considera en estado de ejecutado con la sola 
concurrencia del principio de ejecución. Es decir, se toma en cuenta cada una de las 
etapas que se deben cumplir para la ejecución del delito, por cuanto los criminales 
deben seleccionar a sus víctimas, retenerlas, trasladarlas y, finalmente, obtener un 
pago de parte de quienes las reciben. Además, fue mencionada la tipificación exis-
tente relativa al tráfico de drogas, la que se consideró como plenamente aplicable 
y legítima desde un punto de vista de la política criminal; también se consideró y 
establecieron sanciones para la conspiración de comisión de delitos de trata y tráfico 
de personas, que es el proceso anterior a la ejecución del delito, que normalmente 
no era sancionada (Cámara de Diputados, 2005: 9).

En el segundo título del proyecto de ley se establece la prevención del tráfico 
de personas con fines ilícitos, lo que se hace cargo de las obligaciones asumidas 
por Chile con la comunidad internacional en materias de trata y tráfico de personas. 
Ello, por la necesidad de crear un sistema preventivo antes de llegar a la etapa de 
sancionar la comisión del delito. Fueron propuestas tres normas; la primera de ellas 
versaba respecto de la prevención en el ingreso y salida de menores de edad desde 
el territorio nacional, mediante el establecimiento de fronteras y medidas para la 
identificación certera de todas las personas transeúntes, además de asegurar la cali-
dad y validez del documento de viaje, como pasaportes o cédulas de identificación 
(Cámara de Diputados, 2005: 10).

Lo anterior encontraba su fundamento en que los delitos de trata y tráfico de 
personas son considerados los únicos delitos de tipo transnacional, en que la víctima 
debe pasar de forma necesaria frente a una autoridad que por ley se encuentra obli-
gada a prestar atención y protección de forma inmediata, excepto en aquellos casos 
en que se ingrese al país por pasos no habilitados, lo que hoy es lo más común. Así, 
se señala que el mencionado momento es cuando la policía u otra autoridad puede 
comprobar si un niño, niña, adolescente o mujer transita por la frontera de forma 
libre, sin intimidación o violencia (Cámara de Diputados, 2005: 10).

También fue propuesta una norma preventiva enfocada en el control de la salida 
del país de menores de edad y de mujeres embarazadas, además de establecer el 
principio general del requisito de que los menores de edad estuviesen acompaña-
dos por ambos padres que tuvieran el cuidado personal o por el tutor asignado por 
sentencia judicial. En cuanto a la adopción efectuada por extranjeros, se consideró 
la presencia de un representante consular de Chile en el país de destino del niño, 
niña o adolescente adoptado, con el objetivo de controlar cada seis meses durante 
los primeros cuatro años, y posteriormente, de forma anual hasta la mayoría de edad, 
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el estado en que se encuentra, realizando un análisis del entorno, situación personal, 
social y familiar (Cámara de Diputados, 2005: 10).

El título tercero del proyecto fue denominado como De los medios de persecución 
criminal, con el que se pretendía dar cumplimiento a las recomendaciones y obli-
gaciones impuestas a Chile por la normativa internacional, mediante varios artículos 
relativos a la cooperación internacional, con el objetivo de perseguir criminalmente 
la comisión de delitos transnacionales. Resultaba imperioso introducir estos artículos 
en virtud de la naturaleza de las organizaciones criminales dedicadas a la trata de 
personas. De este modo, la norma entregó facultades al Ministerio Público (órgano 
persecutor criminal) para asegurar la efectividad de indagaciones y actuaciones 
orientadas a recabar pruebas de los delitos en el extranjero. También concedió facul-
tades especiales a los jueces de garantía, para que estos pudieran decretar medidas 
cautelares especiales, las que no deben ser comunicadas previamente al afectado, 
en orden a asegurar un resultado favorable, como el establecimiento de arraigos o 
medidas cautelares reales (Cámara de Diputados, 2005: 11).

En tal sentido, se destacó la amplia autorización que se otorgó al Ministerio 
Público para coordinar y cooperar con autoridades de otros países, para la entre-
ga y levantamiento de información, además de concertar acciones de persecución 
criminal en conjunto con aquellas. También, debido a ello y en consideración a la 
Convención de Palermo, se contempló un artículo especial para facilitar la extradición, 
con el fin de evitar la impunidad en la comisión de delitos transnacionales (Cámara 
de Diputados, 2005: 11). Es importante mencionar que las normas establecidas en el 
título mencionado son una transcripción casi textual de las normas establecidas en la 
Convención de Palermo y de las que ya se encontraban establecidas a esa época en 
la Ley N° 20.000, relativa al tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

El último título propuesto en el proyecto de ley es el título IV, que hace refe-
rencia a la protección de las víctimas de trata y tráfico de personas. Se propuso un 
accionar transversal e intersectorial por parte de las instituciones públicas, como el 
Ministerio Público, la judicatura, policías y otras dedicadas a la protección y bie
nestar de las infancias y juventudes, con especial consideración a las víctimas niños, 
niñas y adolescentes. Además, fue establecida la obligación del Ministerio Público 
de adoptar todas las medidas necesarias y útiles para la protección de las víctimas, 
así como sus identidades, asegurando la repatriación de estas cuando se tratase de 
personas provenientes de otros países (Cámara de Diputados, 2005: 11).

En tal sentido, se propuso la creación de figuras relativas al tráfico de personas, 
además de figuras calificadas para el mismo delito, la sanción para las etapas de 
tentativa y frustración del delito, la asociación ilícita para la comisión de este, y se 
incluyó la atenuante por la cooperación eficaz. También se propuso la penalización 
de trata de personas en cualquiera de sus modalidades, y las figuras calificadas res-
pecto de menores de edad y la asociación ilícita para la comisión del delito; la trata 
de personas dentro del país con fines de explotación sexual, y un estatuto especial 
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en casos de reincidencia, en que se tendrían en consideración sentencias emanadas 
de tribunales nacionales y extranjeros (Biblioteca del Congreso Nacional, 2007: 6).

Así, desde diferentes puntos de vista, el proyecto de ley fue estimado un gran 
avance, como el logro que significó también una legislación en tales materias, ya que 
la ausencia de un reglamento contribuía al despliegue impune de las organizaciones 
criminales internacionales; otro de los avances que representó el proyecto fue que 
recogió aportes de diversas normas, materializando un acuerdo social de tolerancia 
cero frente a tal tipo de delitos; finalmente, se trata de una norma que recibió apoyo 
de los diversos sectores políticos que en aquel momento conformaban el Congreso 
Nacional. Así, fue aprobado de forma unánime tanto por la Cámara de Diputados 
como por el Senado (Biblioteca del Congreso Nacional, 2014: 3).

El proyecto constaba de seis artículos permanentes, en los que fueron modifica-
das varias normas, con el objetivo de entregar coherencia normativa. Así, se señaló 
que el marco normativo establecido por la ley representó una respuesta general a la 
problemática del tráfico y trata de personas, y que permitía dar cumplimiento a los 
acuerdos internacionales que se desprendían de los Protocolos de Palermo, ratifica-
dos por Chile en 2004 (Biblioteca del Congreso Nacional, 2014: 3).

Como antecedente de la promulgación de la Ley N° 20.507, se debe destacar 
que se realizaron acciones gubernamentales con el objetivo de avanzar en la mate-
ria, como fue la incorporación de Chile a la Red Latinoamericana de Desaparecidos 
(RLD) durante el año 2005, siendo uno de los primeros intentos de coordinación 
interministerial; el Servicio Nacional de Menores y el Servicio Nacional de la Mujer 
fueron los primeros organismos nacionales en activar protocolos de sensibilización 
y capacitación de profesionales para atender mujeres y menores de edad víctimas de 
la trata o tráfico de personas; por su parte, las policías del país recibieron el mandato 
de actuar frente a tales situaciones, además de capacitarse en planes de prevención, 
combate y trabajo en conjunto con policías de otros países y la Interpol, lo que hasta 
hoy ha sido útil para el desbaratamiento de bandas internacionales dedicadas al tráfico, 
trata y explotación sexual de personas (Biblioteca del Congreso Nacional, 2014: 3).

La Ley N° 20.507 también fue útil para potenciar otras normas en materia de 
prevención de trata y tráfico de personas, como fue el trabajo intersectorial realizado 
por medio de la RLD, que tiene por objeto facilitar la identificación de personas que 
hayan sido denunciadas como desaparecidas en cualquier parte del mundo; también 
potenció el trabajo realizado por el Servicio Nacional de Menores en conjunto con la 
OIM y sus acciones preventivas y de reparación en favor de niños, niñas y adolescentes 
víctimas de la trata de personas; la acción coordinada internacional también adquirió 
mayor relevancia, por cuanto los agentes gubernamentales desarrollaron políticas 
de actuación respecto de tales delitos, como las iniciativas del Servicio Nacional de 
Menores y la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, para 
la implementación de un proyecto de colaboración con Bolivia para la persecución 
de organizaciones criminales; la participación regular del país en las Reuniones de 
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Ministros de Justicia de las Américas, coordinadas por la Organización de Estados 
Americanos, entre otros (Biblioteca del Congreso Nacional, 2014: 4).

Hasta el 2014 se constataba cómo las acciones de mayor relevancia respecto de 
la prevención del riesgo respecto de trata y tráfico de personas eran la promoción de 
la identificación temprana de niños y niñas, mediante una campaña realizada para 
que los padres o tutores obtuvieran la cédula de identidad de sus hijos e hijas en el 
Registro Civil, y la realización de un reconocimiento de las rutas utilizadas por las 
organizaciones criminales para ingresar al país, con el fin de promover mecanismos 
específicos de protección en favor de las víctimas de trata y de tráfico en el país, por 
parte de las policías fronterizas (Biblioteca del Congreso Nacional, 2014: 5).

La normativa tuvo, como otro de sus pilares fundamentales, la necesidad de poner 
en armonía la normativa jurídica nacional con la normativa internacional relativa a 
la trata de personas y el tráfico de migrantes, especialmente para entrar en sinto-
nía con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, pero también por la relevancia que representaba para el país el esta-
blecimiento de instrumentos jurídicos y administrativos adecuados para el combate 
de tales delitos (Biblioteca del Congreso Nacional, 2007: 6).

También se señaló como un fundamento de la moción que dio origen a la norma 
la necesidad de comprender la existencia de factores de vulnerabilidad en niños, 
niñas y adolescentes de, eventualmente, ser víctimas de mafias transnacionales; tales 
factores eran la pobreza, abandono, desprotección, violencia intrafamiliar, discrimina-
ción, analfabetismo, trabajo infantil, deserción escolar, entre muchos otros elementos 
que incrementan las posibilidades de que un niño pueda ser víctima de la trata o 
del tráfico para diversos fines, como la explotación sexual, laboral, adopción ilegal, 
soldados de organizaciones criminales y para la extracción de órganos (Biblioteca 
del Congreso Nacional, 2007: 8).

A partir de lo anterior es que se puede dar cuenta del interés que había de que, 
por medio de la Ley N° 20.507, se diera cumplimiento a los estándares internacio-
nales en materia de trata y tráfico de personas, y asimismo mediante las iniciativas 
estatales para el combate y la prevención de la comisión del delito, lo que también 
sirvió como una estrategia para proyectar hacia el exterior la idea de que en el país 
no había permisividad o tolerancia frente a tales delitos y la existencia de agrupa-
ciones criminales dedicadas a ello. 

Sin embargo, es oportuno preguntarse si realmente la norma fue parte de una 
estrategia propuesta a partir de un interés real por combatir el crimen organizado en 
Chile o si fue promulgada únicamente apremiados por la urgencia que representaba 
para el país dar cumplimiento a sus obligaciones con la comunidad internacional.

Al respecto, se ha destacado por autores como Patricia Ramírez que, a partir de 
la entrada en vigencia de la Ley N° 20.507, en materia de resoluciones judiciales, 
los tribunales al momento de dictar sentencias han tenido en consideración los es-
tándares internacionales y también se ha aplicado la perspectiva de género, por lo 
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que se advierte un avance en materias relativas a la equidad de género dentro del 
sistema penal chileno. Ello ha brindado una especial protección a aquellas personas 
víctimas de la trata y que quedan en condición de migrantes en Chile, lo que también 
demuestra que mediante las resoluciones judiciales se ha dado cumplimiento a las 
obligaciones internacionales de protecciones derivadas de la suscripción a instrumentos 
internacionales y sus protocolos. De este modo, por medio de la correcta aplicación 
del derecho nacional e internacional, con perspectiva de género, se ha avistado que 
el país está realizando esfuerzos por erradicar la trata de personas (Ramírez, 2023).

Con el fin de reafirmar estos esfuerzos del Estado por erradicar el ingreso de 
forma ilegal al país, especialmente en casos de trata de personas, es que durante 
febrero de 2002 fue publicada la Ley N° 21.325, de Migración y Extranjería, la que 
busca promocionar los derechos, deberes y obligaciones de las personas de origen 
extranjero, con énfasis en la protección de las personas que se encuentran en espe-
cial situación de desprotección y vulnerabilidad, además de establecer derechos y 
garantías para las mujeres migrantes.

Así es como se hace evidente que existe preocupación de las autoridades nacio-
nales por abordar los factores que inciden en el aumento de la vulnerabilidad. La 
creación de mecanismos que permitirían identificar a las víctimas tempranamente 
en aquellas corrientes migratorias que ingresan de forma frecuente al país así lo 
comprueba.

3.4.	Artículo 411 cuáter del Código Penal de Chile 

Durante el proceso de elaboración de la Ley N° 20.507 se propusieron diferentes 
modificaciones a normas pertenecientes a distintos cuerpos legales, entre estos se 
encontraba el Código Penal; así se propuso la modificación de tres artículos relativos 
a la sanción de la comisión del delito de trata y tráfico de personas, correspondien-
tes al N° 411 bis, encargado de definir el término de tráfico ilícito de migrantes; al 
411 ter, encargado de determinar las penas para el delito de tráfico calificado, y al 
411 cuáter, que para efectos del presente trabajo es el de mayor relevancia, ya que 
se encarga de brindar una definición del delito de trata de personas (Biblioteca del 
Congreso Nacional, 2007: 5).

Es importante señalar que, desde un principio, el Ejecutivo tuvo la intención 
de establecer una definición de trata de personas, determinando el grado de con-
sumación y los medios de comisión del delito, incluyendo la consideración de una 
víctima menor de edad. El artículo quedó de la siguiente forma: El que mediante 
violencia, intimidación, coacción, engaño o abuso de poder capte, traslade, acoja 
o reciba personas para que trabajen forzadamente, sean objeto de alguna forma 
de explotación sexual, incluyendo la pornografía, o de extracción de órganos, será 
castigado con la pena de reclusión mayor en su grado mínimo[25] y multa de cin-
cuenta a cien unidades tributarias mensuales. Si la víctima fuere menor de edad se 
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impondrá la misma pena del inciso anterior, aun cuando no concurriere ninguna 
de las circunstancias allí señaladas.

Sin embargo, la primera versión del artículo fue objetada por algunos diputados, 
quienes presentaron otra versión del mismo artículo para que reemplazara la propuesta 
del Ejecutivo, y que indicaba: Artículo 411 quáter. Trata de personas. Cometerá el 
delito de trata de personas el que mediante violencia, intimidación, coacción, fraude, 
rapto, engaño, abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad, concesión o 
recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que 
tenga autoridad sobre otra, capte, traslade, transporte, acoja o reciba personas con 
fines de explotación.

Esta explotación incluirá como mínimo, la prestación de servicios o trabajos 
forzados, la prostitución ajena u otra forma de explotación sexual, incluyendo la por-
nografía, la esclavitud o sus prácticas análogas, servidumbre o extracción de órganos.

La pena asignada será reclusión mayor en su grado mínimo y multa de cincuen-
ta a cien unidades tributarias mensuales. Si la víctima fuere menor de edad, y aun 
cuando no concurriere ninguna de las circunstancias allí señaladas, se aumentará 
la pena en un grado. Si el tráfico ilícito de migrantes, simple o calificado, tiene por 
fin la explotación de la persona en los términos señalados en los incisos anteriores, la 
pena será de presidio mayor en su grado mínimo a presidio mayor en su grado medio.

Como se puede observar, la propuesta del Ejecutivo era mucho más breve que 
la de los diputados, sin perjuicio de que la segunda propuesta incluía multas para 
quienes incurrieran en la comisión de tales delitos, mientras que la primera no hacía 
tal referencia.

Otra de las preocupaciones que se manifestaron respecto del artículo propuesto 
por el Ejecutivo decía relación con la similitud en la tipificación de las figuras de 
explotación laboral y sexual, en razón de que el captar, acoger o trasladar personas 
con fines de explotación laboral es diferente a cuando esas acciones se realizan con 
fines de explotación sexual. A esta observación se sumó el que se consideró que la 
explotación sexual era merecedora de una pena superior y ejemplificadora, ya que 
al concurrir atenuantes y otras rebajas, quien cometiera esa clase de delito recibiría 
una pena menor a la establecida en la norma (Biblioteca del Congreso Nacional, 
2007: 16-17).

Es admisible mencionar que los casos de trata de personas requieren muchas 
veces de un resguardo de las víctimas debido a que es una forma de violencia extre-
ma en contra de mujeres, y que es de difícil configuración debido al tipo penal que 
lo sanciona y la baja sensibilización de quienes forman parte del aparato judicial, 
donde casi no se ha desplegado la perspectiva de género (Servicio Nacional de la 
Mujer, 2020: 74).

Así es que el artículo 411 cuáter, pese a regular la trata de personas en Chile, per-
mite la concurrencia de atenuantes, las que finalmente terminan por diluir el objetivo 
de la pena, que es disuadir de la comisión de estos delitos. Esto se puede deber a 
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que la introducción del artículo al Código Penal nacional es la materialización de la 
ratificación del Protocolo de Palermo.

3.5.	Políticas públicas en contra de la trata de personas en Chile

Chile es uno de los Estados que colaboran activamente con organismos interna-
cionales en la prevención, eliminación y sanción de la trata y el tráfico de personas, 
por medio de la sede de la Organización Internacional de Migraciones; desde 2006 
se ha emprendido una lucha en contra de la comisión de delitos de tal naturaleza 
mediante la implementación de diversas estrategias cuyos objetivos son la prevención, 
la asistencia a víctimas y el fortalecimiento institucional orientado a instituciones 
gubernamentales y a la sociedad directamente. Estas estrategias responden a tres 
principios fundamentales: el respeto por los derechos humanos; el bienestar psico-
lógico, físico y social de las personas y de la comunidad de la que forman parte, y 
el sostenimiento mediante el fortalecimiento institucional (ONU Migración, 2021).

Así, la organización señalada se encarga de llevar a cabo una tarea intersecto-
rial, trabajando en conjunto con organismos públicos como el Ministerio de Salud, 
el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para la realización de capacitaciones, 
asesorías técnicas y participación en la Mesa Intersectorial sobre Trata de Personas 
(ONU Migración, 2021).

En tal sentido, se han dictado políticas públicas que se conforman, en primer 
lugar, por la Ley N° 20.507, revisada previamente, y también por el Plan de Acción 
Nacional contra la Trata de Personas, que fue validado por la Mesa Intersectorial 
sobre Trata de Personas en junio de 2010 y forma parte de la “Política Nacional 
contra la Delincuencia Organizada”. Es admisible mencionar que el primer Plan de 
Acción fue aprobado en 2013 e implementado durante 2015, y contó con una versión 
2015-2018, cuyo objetivo general era crear e implementar acciones permanentes que 
permitieran la prevención y el combate en contra de la trata de personas en el país, 
además de garantizar la protección y asistencia de víctimas, con especial atención a 
las mujeres y niños como parte de un grupo vulnerable (Mesa Intersectorial sobre 
Trata de Personas, 2015: 8).

Los principios que orientan la implementación del Plan corresponden a direc-
trices éticas útiles, como soporte y guía en el diseño e implementación de acciones 
para la prevención y la persecución del delito, así como la asistencia y protección 
a las víctimas.

El primer principio del Plan es abordar el fenómeno en su complejidad, pues 
ocurre nacional e internacionalmente; el segundo es realizar una persecución penal 
efectiva por medio del fortalecimiento de capacidades de detección de los organismos 
a cargo de ello; el tercero es el de un enfoque de Derechos Humanos, especialmente 
en virtud de la protección de los derechos de las personas vulnerables; el cuarto 
corresponde a la intensificación de la cooperación internacional para un abordaje 
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integral en contra de la trata de personas; el quinto es el de la prevención, en virtud 
de enfrentar el fenómeno de la trata de personas vulnerables; el sexto principio es el 
de no discriminación en razón del origen de las víctimas de trata (Mesa Intersectorial 
sobre Trata de Personas, 2015: 9).

Otros de los principios que dirigen el Plan y que suponen gran relevancia son el 
enfoque de género, como una forma de análisis en las acciones de la trata de per-
sonas; la protección integral de las víctimas, que es asimismo uno de los principales 
objetivos; el acceso de las víctimas a la justicia y a la obtención de reparación; la 
promoción de denuncias y participación, en orden a proteger a eventuales víctimas 
del delito de trata de personas; el interés superior del niño, porque gran parte de las 
víctimas del delito son menores de edad; la interculturalidad, que busca promover la 
convivencia pacífica entre personas pertenecientes a diversas culturas; la participación 
de la sociedad civil y de organizaciones internacionales, con el objetivo de imple-
mentar las acciones del Plan. También hallamos los compromisos internacionales, en 
vistas de la naturaleza y de los medios con el que se comete el delito, y por último, 
el contexto regional y local, por cuanto deben ser consideradas tales circunstancias 
al momento de la implementación de la política pública (Mesa Intersectorial sobre 
Trata de Personas, 2015: 10).

En cuanto a la segunda versión del Plan de Acción Nacional contra la Trata de 
Personas correspondiente al período 2019-2022, presenta algunas modificaciones 
en atención a los nuevos enfoques y las vulnerabilidades que fueron surgiendo 
a partir del delito de trata de personas. Fueron incorporadas nuevas instituciones 
que aportarían a la prevención y el tratamiento de víctimas del delito, mediante el 
decreto N° 1.817 de 2021 (Mesa Intersectorial sobre Trata de Personas, 2019: 6). 
Sin perjuicio de ello, se mantuvieron aquellos ejes centrales del Plan de Acción de 
2015, correspondientes a la prevención y sensibilización, la protección y asistencia 
de víctimas, la persecución y control del delito y la coordinación intersectorial, así 
como la cooperación internacional.

Evidentemente, el nuevo proyecto incluyó nuevos ejes transversales a las acciones 
del Plan, como los Derechos Humanos, la protección de las infancias, la considera-
ción de nuevos tipos de vulnerabilidades, como la producida a partir de desastres 
naturales y respecto de personas con discapacidad, además de nuevos focos de 
prevención, como la diligencia de empresas, la sensibilización respecto de migrantes 
vulnerables, la prevención y detección en aeropuertos del país y el fomento y pro-
moción de alianzas con empresas de transporte de diverso tipo (Mesa Intersectorial 
sobre Trata de Personas, 2019: 9).

También, en la segunda versión del Plan de Acción se mantuvieron los principios 
orientadores que fueron establecidos en la primera versión, con pleno respeto por 
las garantías constitucionales y legales que se encargan de regular cada una de las 
instituciones intervinientes en la prevención y la persecución del delito de trata de 
personas (Mesa Intersectorial sobre Trata de Personas, 2019: 10).
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En cuanto a políticas públicas orientadas a la implementación de programas so-
ciales de apoyo a las víctimas de trata de personas, es posible encontrar el Programa 
de Atención, Protección y Reparación en Violencia contra las Mujeres (APR), cuyo 
objetivo es contribuir a la disminución de daño psicosocial en mujeres que han sido 
víctimas de violencia de género, así como a la promoción y el fortalecimiento del 
derecho de las mujeres a tener una vida libre de violencia. En tal sentido, el programa 
se encarga de brindar apoyo psicosocial y jurídico de forma presencial o remota a 
mujeres que han sido víctimas de violencia de género, para lo que cuenta con di-
versas posibilidades, como la entrega de residencia temporal a mujeres mayores de 
18 años, con o sin hijos, que sean víctimas de trata de personas (Red de Protección 
Social, 2016).

Dicho programa cuenta con 111 Centros de la Mujer, una casa de acogida para 
mujeres que han sido vulneradas por trata y tráfico, tres centros de atención y re-
paración para víctimas de violencia sexual, 43 casas de acogida, 16 centros para 
la reeducación de hombres que ejercen violencia de pareja, entre otros (Servicio 
Nacional de la Mujer, 2020: 2).

Otro de los programas creados para prestar ayuda a víctimas de trata de perso-
nas es el PAV o Programa de Apoyo a Víctimas, que tiene como objetivo garantizar 
el ejercicio de los derechos de las personas que son víctimas de diferentes tipos de 
delitos, entre los que se encuentra la trata de personas. Mediante una intervención 
integral eficiente y eficaz, orientada a brindar respuestas a las necesidades de tales 
personas, se realizan tres acciones complementarias: la asesoría jurídica, para lograr 
condiciones cuando las personas afectadas por delitos puedan ejercer libremente 
sus derechos; la asesoría social, para fortalecer el tejido social, restituir la confianza 
y la solidaridad mediante el potenciamiento de iniciativas colectivas para reconstruir 
los lazos de la comunidad, y, por último, la asesoría psicológica, con el objetivo de 
ayudar a la recuperación de las personas afectadas y brindarles herramientas que 
contribuyan a la mejora de su salud mental (Subsecretaría de Prevención del Delito, 
2019).

Algunas de las características que presenta dicho programa son que se dirige 
a víctimas directas e indirectas de diferentes tipos de delitos, entre estos podemos 
encontrar homicidios, secuestros, abuso sexual, violaciones, trata de personas, robos 
y lesiones en diferentes grados. Respecto de las vías de ingreso al programa, se es-
tablece que este se realiza mediante el Ministerio Público, por medio de las fiscalías 
y las unidades regionales encargadas de brindar atención a víctimas y testigos; me-
diante una demanda espontánea, es decir, con una solicitud presentada para ello ante 
el ente correspondiente; también es posible el ingreso por medio de la derivación 
a primera respuesta del programa y mediante instituciones pertenecientes a la Red 
Local (Hidalgo, 2023).

Así, ambos programas son los que se encargan de otorgar la ayuda a aquellas 
mujeres y niñas que han sido víctimas de trata de personas para explotación sexual 
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o laboral, con el objetivo de que logren su reinserción y recuperen su confianza en 
la sociedad como un todo, además de ayudarlas en la obtención de una reparación 
integral.

3.6.	Desafíos y propuestas para enfrentar la trata de mujeres y niñas en Chile

Tal como se ha podido observar a lo largo del presente trabajo, los desafíos que 
se presentan a partir del delito de tráfico de mujeres y niñas son muchos, y se ori-
ginan desde diferentes aspectos, como la falta de conciencia y sensibilización de la 
sociedad por el enorme desconocimiento que existe de la cantidad de víctimas, la 
magnitud y frecuencia con que ello ocurre, además de la estigmatización que rodea 
a este tipo de ilícito, generalmente asociado a personas de extrema pobreza o a 
personas que traspasan fronteras internacionales de forma ilegal.

También es posible señalar que las deficiencias legislativas que han sido obser-
vadas previamente son un factor que incide en la alta tasa de comisión del delito, ya 
que, como se ha señalado, el artículo 411 cuáter del Código Penal resulta de escasa 
aplicación debido a las dificultades que existen para la configuración del delito y la 
serie de atenuantes que pueden concurrir al momento de la determinación de la pena.

Se ha evidenciado, asimismo, una deficiencia en la capacitación de funcionarios 
en distintos niveles que carecen de las herramientas para hacerse cargo de situaciones 
en que existe una posible trata de personas. Ello puede deberse a la falta de recursos 
asignados a este fin, lo  que finalmente termina por afectar la persecución del delito. 

A continuación se exponen las dificultades para enfrentar la trata de mujeres y 
niñas en el país y se proponen soluciones a este respecto.

A partir de todo lo revisado, se entiende que parte del problema de la trata de 
personas, y lo difícil que puede resultar la identificación de víctimas y de las bandas 
criminales que se dedican a cometer el delito, se deriva de la falta de funcionarios 
capacitados para abordar tales situaciones y la escasez de recursos que se asignan 
a las diversas áreas encargadas de la materia.

En Chile se han realizado varios ciclos de capacitación a funcionarios públicos 
respecto de la trata de personas. Sin embargo, ello ha ocurrido recién desde 2021, 
por lo que esta iniciativa no alcanza aún a los 5 años de funcionamiento. Así, du-
rante octubre de 2021 se llevó a cabo una jornada de capacitación acerca del delito 
de trata de personas, la que tuvo lugar a partir de lo expuesto por la subcomisión 
de Atención de Víctimas de la Mesa Intersectorial de Trata de Personas en la Región 
Metropolitana respecto de la problemática que ocurría en el país con este delito 
(Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2021).

La iniciativa de las capacitaciones a funcionarios que trabajan en áreas relativas 
a la trata de personas se fundamentó en la dificultad que experimentan quienes 
han sido sobrevivientes del delito para volver a tener una calidad de vida digna, de 
manera que las intervenciones y ayuda que se les presentan tienen el objetivo de 
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lograr su inserción laboral. Pero se trata de un proceso que ha sido complejo tanto 
para las organizaciones como para las instituciones que trabajan en combatir la trata 
de personas. Por este motivo la Mesa Regional tomó la iniciativa de capacitar a los 
funcionarios y funcionarias que trabajan en dichas áreas y que pueden significar un 
apoyo para la causa, además de sensibilizar y reforzar los conocimientos acerca de 
la comisión del delito, considerando la frecuencia con que ocurre en el país y la 
necesidad de una actuación conjunta para una identificación efectiva y eficaz, útil 
para la intervención (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2021).

En tal sentido, la primera de las jornadas de capacitación que se realizó tuvo su 
eje central en funcionarios y funcionarias municipales, pertenecientes a departamentos 
de migraciones y a las Oficinas de Información Laboral, sin perjuicio de que todos 
los funcionarios públicos a nivel general deben tener los conocimientos pertinentes 
para poder manejar de forma eficaz tales situaciones y saber a qué instituciones se 
deberá recurrir de ser necesario (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2021).

Desde esta perspectiva, es indispensable para el país contar con protocolos que 
permitan un manejo adecuado del problema, para mejorar la atención que reciben 
las víctimas o posibles víctimas de la trata de personas, y especialmente cuando se 
encontraren en riesgo; y también resulta de vital importancia que los funcionarios y 
funcionarias públicas sepan actuar con debida diligencia ante ello.

Pese a los intentos por formar a los funcionarios y funcionarias de forma in-
tersectorial, el informe anual del Protocolo Intersectorial de Trata de Personas de 
2022 develó varias problemáticas que persistían luego de la implementación de las 
jornadas de capacitación. Al respecto, en dicho informe se mencionaron brechas, 
obstáculos y nudos críticos presentes en el abordaje de la trata de personas en el 
país. Así, se identificaron varias de esas dificultades: la baja capacidad de respuesta 
inmediata por parte de las instituciones con responsabilidad; la falta de canales de 
comunicación directa entre las instituciones con responsabilidad en la detección 
de la trata de personas; se mencionó también la necesidad de establecer roles y 
responsabilidades en caso de que no existiera denuncia, además de seguir capaci-
tando y sensibilizando a los profesionales de primera respuesta de acuerdo con el 
Protocolo; por último, se detectó la falta de un contacto fijo en el marco establecido 
por el Protocolo, respecto de posibles víctimas y casos de flagrancia (Subsecretaría 
de Prevención del Delito, 2023: 13).

Dentro del mismo documento se indicaron directamente las herramientas de 
formación o capacitación de funcionarios y funcionarias para lograr un buen fun-
cionamiento del sistema encargado del combate de la trata de personas. Se planteó 
la necesidad de capacitación constante de todas aquellas personas de diversas re-
sidencias en aspectos relacionados con los procesos de intervención, con especial 
consideración a los índices que aumentaron en relación con la deserción, lo que 
podría haber sido un criterio asociado a la escasez de herramientas técnicas para 
abordar la trata de personas. Tal situación, además, expone un desafío relativo a la 
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necesidad constante de la revisión de las orientaciones y lineamientos técnicos que 
se encuentran vigentes en instituciones que tienen un rol dentro de los procesos 
(Subsecretaría de Prevención del Delito, 2023: 14).

Pertinente al mismo punto, se señaló que los profesionales que trabajan en las 
residencias que se enfocan en la atención de niños, niñas y adolescentes requieren 
tener una mayor preparación y especialización en la trata de personas y, de este modo, 
comprender en profundidad las consecuencias que tiene el haber experimentado tal 
situación en la dignidad y derechos de infancia de los menores de edad. También 
se puso énfasis en la necesidad de medidas especiales respecto del resguardo y 
seguimiento de residencias especializadas, considerando la ubicación de estos re-
cintos, por cuanto por seguridad de las víctimas deben estar en zonas seguras y no 
de conocimiento general (Subsecretaría de Prevención del Delito, 2023:15).

Otro de los aspectos relevantes es la seguridad de los profesionales. El objetivo 
es evitar posibles represalias de las bandas de trata de personas, ya que gran parte 
de las víctimas mantiene contacto activo con sus tratantes luego de haber ingresado 
a los centros de ayuda (Subsecretaría de Prevención del Delito, 2023: 15).

Pese a lo señalado, existen registros de capacitaciones realizadas a funcionarios 
públicos en la trata de personas desde el año 2015, las que se llevaban a cabo en 
zonas remotas del país, como Puerto Natales. Allí, el Ministerio del Interior realizó 
capacitaciones respecto del fenómeno en las que se trataron aspectos como las po-
líticas públicas relativas a la trata de personas, la configuración del delito, las formas 
de actuación, la pesquisa de indicadores de trata de personas, y se promovieron las 
buenas prácticas y las técnicas para prestar asistencia adecuada y pertinente a las 
víctimas del delito (Ministerio del Interior y Seguridad Pública, 2015). Y así, se han 
llevado a cabo sucesivamente, en diferentes regiones del país y anualmente, jorna-
das de capacitación y concientización en la trata de personas, como en Tarapacá, 
Valparaíso y Aysén, entre otras.

Además, la asignación de recursos a centros de apoyo y ayuda a víctimas de 
trata de personas es uno de los desafíos del país, pues se entiende que estas insti-
tuciones deben participar en concursos encargados de gestionar recursos sociales, 
es decir, cada centro debe postular para obtener recursos, con el fin de mantener su 
misión, y no reciben directamente recursos del Estado, pues la Contraloría General 
de la República lo prohíbe. Uno de los fondos de concurso es el ORASMI o fondo 
Organización Regional de Acción Social (Subsecretaría de Prevención del Delito, 
2023: 13).

En el mismo sentido, la Mesa Intersectorial debe solicitar recursos o la compra 
directa de kits de asistencia básica, con artículos estándar, al fondo mencionado. 
Así también, debido a la naturaleza que tienen los programas de ayuda a víctimas 
de trata de personas, las compras anticipadas por parte del fondo ocurren de forma 
excepcional y solo con un motivo justificado, además de adecuarse al marco nor-
mativo que regula el fondo ORASMI. De tal manera, todo lo que se solicite para el 
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programa opera de forma estandarizada y debe ser entregado de forma efectiva a 
la población beneficiaria. Ello supone una limitación del acceso a recursos básicos 
para ayudar a las víctimas, por cuanto todos los artículos se conservan en bodega 
y se debe cumplir con un protocolo de solicitud con una semana de anticipación, 
según el tipo de prestación (Subsecretaría de Prevención del Delito, 2023: 16).

Es importante señalar que el fondo de Organización Regional de Acción Social 
es una institución perteneciente al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, cuyo 
objetivo es brindar atención transitoria a personas naturales que se encuentran en 
situación de vulnerabilidad social. Dicha atención se materializa mediante la entrega 
de apoyo para la adquisición o el pago de bienes y servicios, los que deberán ser 
complementarios a los aportes que entregan familias o instituciones públicas o priva-
das que dispongan de recursos para la acción social (Subsecretaría del Interior, 2023).

Al fondo de beneficio pueden acceder personas naturales de nacionalidad chilena 
o extranjeros que se encuentren en situación de vulnerabilidad social, lo que debe 
ser probado mediante un informe social emitido por un profesional, trabajado con 
respaldo de alguna institución relativa (Subsecretaría del Interior, 2023).

A partir de lo revisado en este apartado, es posible señalar que, pese a los esfuer-
zos que se han realizado por poner el tema bajo los reflectores, persisten importantes 
desafíos pendientes, lo que dificulta el combate de la trata de personas, la identifi-
cación efectiva de las víctimas y la actuación eficiente por parte de las autoridades 
competentes. También, la exigua capacitación del personal que trabaja en el área 
y la escasez de recursos asignados a las instituciones encargadas de brindar ayuda 
a las víctimas constituyen los más grandes obstáculos en la lucha contra la trata de 
personas a nivel nacional.

Aunque se han implementado capacitaciones y estrategias de combate intersecto-
rial desde hace más de 10 años, los informes indican que los avances que ha habido 
son insuficientes, por cuanto persisten las brechas en la respuesta institucional, así 
como la falta de comunicación entre las instituciones, la carencia de protocolos y la 
necesidad de profesionales especialistas en atención de niños, niñas y adolescentes 
que han sido víctimas de trata.

Por lo anterior, resulta evidente que para una mejora efectiva en el combate contra 
la trata de personas es necesario que exista un compromiso firme y un proceso de 
asignación de recursos eficiente a nivel institucional y de los centros de apoyo, ya 
que el método de asignación de recursos constituye una limitante en la capacidad 
de brindar respuestas de manera ágil y efectiva.

Como se ha mencionado en secciones previas del presente trabajo, Chile es un 
país de tránsito y de destino de bandas de trata de personas y de las personas mismas, 
quienes cruzan de forma ilegal por diferentes países para llegar a un determinado 
lugar. Por ello, en la lucha por combatir la trata de personas resulta indispensable la 
cooperación internacional entre todos los países que son utilizados como de tránsito 
para poder cometer el delito, y ello no ha sido una excepción para el país. En tal 
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sentido, durante 2022, en un informe acerca de trata de personas en Chile, realiza-
do por la embajada del gobierno de Estados Unidos, se señaló que, en cuanto a la 
cooperación internacional, el gobierno emitió nuevas solicitudes de cooperación 
a Argentina, Colombia, México, Perú y Venezuela (U.S. Embassy in Chile, 2022: 3).

En cuanto a otros aspectos de la cooperación internacional, la Policía de 
Investigaciones chilena participa activamente en la denominada “Operación Turquesa”, 
creada por la Interpol, cuyo objetivo es la prevención y detección de la trata de 
personas a nivel internacional, además de dedicarse a realizar pesquisas y desarti-
culación de grupos delictivos mundiales que promueven la trata de personas y el 
tráfico de migrantes. Esta participación resulta útil para que los países cooperen entre 
sí mediante la aplicación de los acuerdos y conclusiones que se obtienen luego de 
jornadas en que la Interpol, UNODC y OIM exponen la situación internacional de 
bandas criminales dedicadas a la trata de personas y la evolución de estas en las 
técnicas para cometer el delito (Policía de Investigaciones, 2023).

Así, en una de las reuniones convocadas por la Interpol durante 2022 se llegó a 
varios acuerdos de cooperación internacional para la detección y prevención de la 
trata de personas. El contenido de estos acuerdos fue el siguiente: continuar traba-
jando de forma colaborativa y articulada a nivel global y regional, para identificar 
y desarticular las organizaciones delictuales transnacionales que lucran con la trata 
de personas y el tráfico ilícito de migrantes; fomentar el trabajo entre las agencias 
policiales de los países miembros para compartir información en forma oportuna, 
en orden a identificar rutas, modus operandi y a las víctimas; contribuir con in-
formación para reconstruir rutas de flujos migratorios, y promover la cooperación 
policial internacional y el uso de herramientas especiales de investigación (Policía 
de Investigaciones, 2023).

Respecto de la cooperación a nivel regional, la División de Innovación para Servir 
al Ciudadano se encarga de coordinar a los gobiernos, con el objetivo de lograr la 
cooperación de los países de la región. En este marco, se han presentado solucio-
nes innovadoras para prevenir el delito de trata de personas, basándose en reportes 
globales que exponen que los canales digitales son una fuente de uso frecuente 
de quienes captan y luego explotan a personas a las que han llamado la atención 
mediante plataformas y redes sociales. Con este medio se atrae principalmente a 
niñas y mujeres que luego son explotadas sexualmente en plataformas de internet o 
chantajeadas con contenido íntimo de connotación sexual (Savoca, 2022).

Una de las soluciones que propone la institución señalada es la utilización de 
la tecnología como un medio para prevenir la trata de personas y para sensibilizar 
acerca de situaciones que pueden representar un riesgo potencial para niños, niñas 
y adolescentes que puedan encontrarse en riesgo de ser víctimas. De este modo, los 
menores de edad estarían más sobre aviso de los riesgos de trata de personas. Para 
ello, es necesaria la creación de diseños basados en la tecnología, centrados en las 
víctimas de trata, con consideración de aspectos de seguridad y ética como principios 
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centrales para el diseño, además de la coordinación y el trabajo interinstitucional 
necesario para brindar soluciones, pero especialmente para brindar apoyo integral 
a las víctimas (Savoca, 2022).

Por lo anterior, la organización ha realizado esfuerzos para apoyar la detección, 
prevención y atención del delito de trata de personas en la región de América Latina 
y el Caribe, sumado al trabajo que realiza para divulgar y generar conocimiento 
acerca del delito (Savoca, 2022).

En síntesis, podemos concluir que la trata de personas es un delito de naturaleza 
compleja por varios motivos, como la clandestinidad en la que se comete, además 
que para combatirlo exige una respuesta coordinada y multilateral. Chile, al tener la 
característica de ser un país de tránsito y destino, enfrenta desafíos que requieren 
de la ayuda de los países con los que colinda, por esta razón ha demostrado estar 
comprometido con la cooperación internacional para combatir la comisión del delito, 
partiendo por el trabajo en terreno en cuanto a la captura de bandas criminales y 
el reconocimiento de víctimas y posibles víctimas. Así es que su participación en 
operativos como la ya mencionada “Operación Turquesa”, organizada por la Interpol, 
y las solicitudes de cooperación con los objetivos que se han conocido de países 
con una posición clave dentro de la región constituyen estrategias cruciales para la 
desarticulación de redes criminales.

A medida que se fortalezcan la cooperación internacional y la implementación de 
nuevas estrategias preventivas creadas a partir de la tecnología con la que cuentan 
los gobiernos, y especialmente las policías, va a ser esencial que se mantenga el en-
foque en derechos humanos y en el apoyo integral de las víctimas, garantizando su 
protección y recuperación. Para combatir la trata de personas en Chile, en la región 
y en el mundo, será necesaria la cooperación internacional, lo que no es fácil, por 
cuanto los Estados deberán realizar un esfuerzo en conjunto, constante y compro-
metido con las instituciones y con la sociedad.

CONCLUSIONES

Luego de lo expuesto en el presente trabajo, es posible señalar que Chile es un 
país con una regulación más bien reciente en el tema de la trata de personas y en el 
de migrantes ilegales. Esta misma normativa se encuentra desactualizada y no brinda 
la suficiente seguridad para prevenir la comisión de este tipo de delitos, por lo que 
una de las primeras propuestas a realizar es el fortalecimiento del marco legal relativo 
a las migraciones y a la protección de los derechos de las mujeres y niñas migrantes 
y nacionales, especialmente de aquellas que se encuentran en situación de riesgo 
social y más susceptibles de ser captadas por miembros de bandas de trata utilizan-
do tentadoras ofertas de trabajo. De forma más precisa, es necesario que exista una 
actualización con enfoque de género de las normas que han sido mencionadas a lo 
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largo del trabajo, por cuanto resulta de vital importancia que exista un reconocimien-
to expreso de la violencia de género que se ejerce mediante la explotación sexual, 
el trabajo forzoso y el abuso que puede existir por medio de plataformas digitales. 
Para esto se considera la necesidad de tipificación del delito de trata de personas 
con sujetos especiales como son mujeres y niñas, estableciendo penas más severas 
y la obligación de reparación a las víctimas.

Si consideramos todo lo expuesto, resulta evidente la necesidad de capacitación 
de todo el aparato público involucrado en la trata de personas, con especial consi-
deración en el enfoque de género y de derechos humanos. En la actualidad se ha 
recomendado en repetidas ocasiones la capacitación de los funcionarios y funcionarias 
públicas en diferentes aspectos relacionados con la trata de personas. Uno de los 
más importantes es el ámbito psicológico, lo que también debe ser conjugado con 
la sensibilización de los funcionarios respecto del delito y todas las consecuencias 
que conlleva para las víctimas.

Asimismo, se requiere un reforzamiento de acuerdos bilaterales y multilaterales 
orientados a la cooperación internacional para el combate de la trata de personas, por 
cuanto es un delito transnacional que exige este tipo de acuerdos. La idea es que todos 
los países miembros de un acuerdo adopten medidas para facilitar la identificación 
de mujeres y niñas víctimas de trata y asegurar ayuda, protección y atención para 
estas víctimas del delito. Respecto de ello, se sugiere que la atención y la protección 
integral de las víctimas sea con enfoque de género y de derechos humanos, y que 
no se aborde solo de forma coyuntural, sino también que exista una preocupación 
por la rehabilitación de la víctima, con pleno respeto por sus derechos. Es necesaria 
también la sensibilización y educación en la trata de mujeres y niñas y sus derechos, 
ya que la educación y sensibilización de estos aspectos puede resultar primordial 
para prevenir la comisión del delito y empoderar a mujeres y niñas que puedan ser 
posibles víctimas. Para ello, es necesaria la realización de campañas escolares y no 
escolares dirigidas a mujeres y niñas, con el objetivo de brindarles conocimientos 
sólidos de sus derechos y de la trata de personas, con especial enfoque en quienes 
pertenecen a grupos de vulnerabilidad social.

La trata de mujeres y niñas en Chile continúa siendo un grave desafío en aspec-
tos como la protección de los derechos humanos, pese a que se registran avances 
normativos a nivel nacional e internacional. En el transcurso del presente trabajo se 
ha analizado el marco jurídico chileno y comparado de la trata de personas, hallan-
do en ello fortalezas, pero también deficiencias que llegan a tener un gran nivel de 
relevancia por cuanto limitan la efectividad en la prevención, persecución y sanción 
del delito, así como en la protección de las víctimas.

La Ley N° 20.507 y los compromisos que el país ha asumido a nivel internacional, 
como el Protocolo de Palermo, conforman una sólida base para el tratamiento de 
este tipo de delitos. Sin embargo, ha quedado en evidencia la presencia de vacíos 
en la implementación efectiva de las normas, principalmente en lo que toca a la 
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falta de coordinación que se observa entre diversas instituciones que intervienen 
en los procesos para el combate de la trata de personas. Sumado a ello, la escasa 
información y capacitación con que cuentan los funcionarios y funcionarias públicas 
dificulta el acceso a la justicia para las víctimas, la sanción para sus tratantes y la 
eventual reparación. Asimismo, existen factores sociales, económicos y estructura-
les, como la desigualdad de género y la situación vulnerable de los migrantes, que 
continúan siendo elementos que inciden y facilitan las condiciones para la trata de 
mujeres y niñas en el país. Los mecanismos de protección de víctimas dentro del 
sistema judicial nacional también presentan desafíos, especialmente referentes a 
la reintegración social y la reparación de daños a las víctimas, pese a la existencia 
de programas destinados específicamente a ello, ya que, como se ha observado, 
la falta de capacitación del personal y la falta de recursos no permiten que estos 
sean completamente eficientes.

En función de todo lo expuesto se reconoce que ha habido un avance en el país 
respecto de la lucha contra la trata de mujeres, niñas y de personas en general, pero 
que aún se deben realizar esfuerzos sustanciales que garanticen respuestas efectivas 
y en consonancia con los estándares internacionales de derechos humanos, que no 
solo se basen en principios punitivos, sino también en principios de reparación a las 
víctimas, con el propósito de que estas sean capaces de reintegrarse nuevamente a 
la sociedad y, en su caso, al mercado laboral.
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